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Señores 
JUZGADO CUARTO EJECUCION PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
IBAGUE. 
 
 
REF:                  ACCION DE TUTELA 
 
ACCIONANTE:  ANARGELY  RUIZ DE URIBE 
Accionado: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
“COLPENSIONES” 
 
 
JAIME USECHE LEAL, obrando como apoderado de la accionante, 
comedidamente manifiesto a ese Despacho que INTERPONGO ACCION DE 
TUTELA  contra LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
“COLPENSIONES”, para que le ampare a mi poderdante el DERECHO 
FUNDAMENTAL DE PETICION, con base en las siguientes circunstancias de hecho 
y de derecho: 
 

I – HECHOS 
 

1. En noviembre 22 de 2021, se radicó ante Colpensiones el derecho de petición 
mediante el cual se solicitó  el reconocimiento y pago de la pensión de 
sobrevivientes de la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE. 
 
2. Esta petición tiene su origen en el hecho que el esposo de la solicitante el señor 
RAFAEL URIBE PARRA, quien en vida se identificaba con la cédula de ciudadanía 
No. 5.816.452, falleció en la ciudad de Ibagué el día 15 de Diciembre de 2002 y se 
encuentra pensionado por el antiguo ISS con Resolución 659 de  Abril 23 de 2004. 
 
3, La señora ANARGELY RUIZ DE URIBE y RAFAEL URIBE PARRA, contrajeron 
matrimonio por el rito católico el día 29 de Enero de 1962. 
 
4. La señora ANARGELY RUIZ DE URIBE  convivió con el causante desde la fecha 
del matrimonio hasta el 8 de julio de 1976, fecha para la cual éste resolvió 
abandonar el hogar para irse a convivir en unión libre con otra mujer de nombre 
OBEDIA HERNANDEZ. (Ver declaraciones extrajuicio anexas a la petición ante 
Colpensiones) 
 
5. Durante el tiempo de convivencia de los esposos RUIZ-URIBE procrearon tres 
hijos de nombre OSCAR FERNANDO, ALEXANDER y MARTHA JANNETH URIBE 
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PARRA, hoy mayores de edad. (Registros civiles anexos a la petición ante 
Colpensiones). 
 
6. El derecho de petición radicado ante Colpensiones se fundamenta en que de 
conformidad con el Artículo 47 de la ley 100 de 1993, vigente para la fecha de 
fallecimiento del causante, es decir, antes de haber sido modificado por la ley 797 
de diciembre de 2003, calenda para la cual éste ya había fallecido, tiene derecho a  
reclamar y obtener el reconocimiento de su pensión de sobrevivientes, toda vez que 
la sociedad conyugal se encuentra vigente porque jamás fue liquidada. (Ver escrito 
de petición a Colpensiones adjunto). Esta norma en su texto original primigenio, 
vigente para diciembre 15 de 2002, reza: 
 
“ARTICULO 47. Beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. Son beneficiarios de la 
pensión de sobrevivientes: 
 
a) En forma vitalicia, el cónyuge y la compañera o compañero permanente supérstite. 
 
En caso de que la pensión  de sobrevivientes se cauce por muerte del pensionado, el 
cónyuge, el compañero o la compañera permanente supérstite, deberán acreditar que 
estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde que éste cumplió con los 
requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte y haya 
convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, 

salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido”. (Lo 
subrayado fue declarado INEXEQUIBLE; Corte Constitucional C-1176 de 2001). 
(Las negrillas son fuera de texto). 
 
La parte resaltada en negrillas es para significar que el derecho a la pensión 
pretendido se origina no por la convivencia de dos años de ANARGELY con el 
causante al momento de su muerte, sino porque durante el tiempo que vivieron 
juntos procrearon tres hijos comunes, circunstancia que origina y convalida el 
derecho según el aparte subrayado de la  norma transcrita. 
 
6. La anterior petición fue negada por Colpensiones, inicialmente mediante 
Resolución No. SUB-22822 de enero 28 de 2022 y confirmada en segunda instancia 
con Resolución No. DPE 4126 de Abril 19 de 2022, notificada esta última por aviso 
a través del oficio BZ2022_4824259-1633485  de junio 6 de 2022., oficio que está 
anexo a folio 56 del  escrito del derecho de petición.  
 
7. La decisión de negar la solicitud respondida por Colpensiones, se apoya 
exclusivamente en el siguiente argumento   “De conformidad con lo anterior, es claro 

que la señora RUIZ DE URIBE ANARGELY, en calidad de  cónyuge,   no logra acreditar los 
requisitos que establece la ley 100 de 1993, artículo 47 que trata de los BENEFICIARIOS 
DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES, toda vez que no logró acreditar el requisito de 
convivencia durante los 2 años anteriores a la muerte del señor URIBE PARRA RAFAEL”.  
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Como se puede apreciar, la decisión es incompleta porque guardó silencio frente al 
fondo del asunto que se refiere precisamente a la condición alterna que se  planteó 
tanto en el derecho de petición inicial como en el escrito de apelación, en el sentido 
que la convivencia  que exige la norma  es un requisito que se puede reemplazar 
por  la condición de haber procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido, 
hecho que se alegó con vehemencia en el escrito de petición pero Colpensiones 
frente a este terma guardó silencio hermético.   
 
8. Importante indicar que en ese Juzgado 4 de penas se tramitó una tutela anterior 
con radicado No. 73001318700420220007600 NI-39377, donde se ventiló la 
negativa por parte de Colpensiones del reconocimiento del derecho a la pensión  
con base en los derechos fundamentales que se consideraron violados como el de 
la seguridad social  en conexión con el de la vida, vida digna y mínimo vital y móvil 
los cuales no fueron motivo de amparo, pero por ningún lado se ventiló el derecho 
a  obtener respuesta de fondo respecto del derecho de petición que aquí se plantea 
y se solicita su amparo. (Se anexan los fallos respectivos de primera y segunda 
instancia) 
 
9. Como  Colpensiones ni los Despachos Judiciales de primera y segunda instancia 
que conocieron de la tutela anterior, por ningún lado contestaron ni se refirieron al 
fondo del asunto sobre el derecho fundamental de petición,  referido exclusivamente 
a la condición  alterna para reemplazar el requisito de la  convivencia de que habla 
el artículo 47 de la ley 100 de 1993 vigente para diciembre de 2002, (antes de la 
modificación de la ley 797 de 2003), , es por ello que se interpone esta tutela para 
que se ordene a Colpensiones  dar respuesta oportuna sobre esta circunstancia,  
que es precisamente una omisión que guarda silencio sobre el  fondo del asunto.  
 

II – PRETENSIONES 
 
1. Que se ampare a la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE el derecho fundamental 
de petición por falta de respuesta de fondo del asunto planteado, referido a la falta 
de contestación sobre los requisitos del artículo 47 de la ley 100 de 199, tal como 
se expone en los hechos de este escrito. 
 
2. Como consecuencia de la anterior decisión, se ordene a la Administradora 
Colombiana de Pensiones “Colpensiones”, para que en un término máximo de 48 
horas,  de respuesta de fondo al derecho de petición formulado y radicado en 
noviembre 22 de 2021 bajo el número 2021-13881612, en lo atinente a la condición 
alterna del artículo 47 de la ley 100 de 1993 de haber procreado uno o más hijos 
con el pensionado fallecido.  
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III - FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO 
 
1. Prueba del  Derecho:  
 
Como quedó reseñado atrás la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE reclamó ante 
colpensiones,  el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a que tiene 
derecho por la muerte de su fallecido esposo señor RAFAEL URIBE PARRA, 
(q.e.p.d.), quien fuera pensionado por el Instituto de los Seguros Sociales, mediante 
Resolución No. 0659 de Abril 23 de 2004. 
 
Colpensiones responde inicialmente mediante resolución No. No. SUB-22822 de 
enero 28 de 2022 y confirmada en segunda instancia con Resolución No. DPE 4126 
de Abril 19 de 2022, notificada esta última por aviso a través del oficio 
BZ2022_4824259-1633485  de junio 6 de 2022., oficio que está anexo a folio 56 del  
escrito del derecho de petición.,   negándole el derecho a la peticionaria, con el 
argumento que: “(….)  no logra acreditar los requisitos  que establece la ley 100 de 
1993, artículo 47 que trata de los BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE 
SOBREVIVIENTES, toda vez que no logró acreditar el requisito de la  convivencia 
durante los dos años anteriores a la muerte del señor URIBE PARRA RAFAEL.” 
Pero en ningún momento se refirió al fondo del asunto que era la interpretación que 
informa  el artículo 47 de la ley 100 en cuanto puede reemplazarse tal supuesto de 
hecho de la covivencia de dos años  con la condición alterna de haber procreado  
uno o más hijos con el pensionado fallecido. 
 
Del derecho de petición de ANARGELY RUIZ DE URIBE, a Colpensiones, se extrae  
que a pesar de hacerles precisión que dicho término de convivencia no será exigible 
cuando:  “ HAYA PROCREADO UNO O MAS HIJOS CON EL PENSIONADO 
FALLECIDO” según lo establece el Art. 47 ley 100 de 1993 vigente para la época 
del fallecimiento del causante, omitió referirse al tema. El citado artículo 47  dispone: 
 
“ARTICULO 47. Beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. Son beneficiarios de la 
pensión de sobrevivientes: 
 
a) En forma vitalicia, el cónyuge y la compañera o compañero permanente supérstite. 
 
En caso de que la pensión  de sobrevivientes se cauce por muerte del pensionado, el 
cónyuge, el compañero o la compañera permanente supérstite, deberán acreditar que 
estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde que éste cumplió con los 
requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte y haya 
convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, 

salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido”. (Lo 
subrayado fue declarado INEXEQUIBLE; Corte Constitucional C-1176 de 2001). 
(Las negrillas son fuera de texto). 
 

mailto:jaimeuseche@yahoo.es


JAIME USECHE LEAL 

ABOGADO 
 

 
Carrera 9° No. 79-00 Torre 8 Apto 203 – Ibagué 

Correo electrónico:   jaimeuseche@yahoo.es 

Celular No.  311-5619009 
 
 

Lo resaltado en negrillas es para significar que la norma da la opción o alternativa 
para sustituir la exigencia de los dos años de convivencia por  haber procreado hijos.      
Pero lamentablemente en los pronunciamiento hechos por Colpensiones en sus 
diferentes resoluciones que niegan la prestación, NI SIQUIERA HACEN ALUSION 
A ESTA PARTE DE LA  NORMA Y  GUARDARON TOTAL SILENCIO AL 
RESPECTO a pesar de que además,  existe precedente jurisprudencial 
Constitucional que les obliga,  lo cual indica  que para ellos no existe esta parte de 
la norma.   
 
En el escrito de APELACION de la Resolución 22822, radicado el 11 de febrero de 
2022, se les hace claridad del contenido de la norma y  se les reitera el 
PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL de obligatorio cumplimiento vigente desde 
1996  proferido por la Corte Constitucional en sentencia C-081 de 1999, donde 
sobre  el particular sostuvo lo siguiente: 
 
“La razonabilidad de la procreación de uno o más hijos como requisitos 
sustituto. 
 
(….) conforme a la carta Política, el hecho de que la disposición cuestionada exija, 
tanto para los cónyuges como para los compañeros o compañeras permanentes, 
acreditar los supuestos de hecho previstos por el legislador para que proceda el 
pago de la prestación, con lo cual se busca, por parte del Congreso de la República, 
dentro de su amplia libertad de configuración legal, impedir, que sobrevenida la 
muerte del pensionado, el otro miembro de la pareja cuente con los recursos 
económicos indispensables para satisfacer sus necesidades, porque el literal a) del 
artículo cuestionado acoge un criterio  real o material, como lo  es la convivencia  al 
momento de la muerte  del pensionado, como el supuesto de hecho para determinar 
el beneficiario de la pensión,  pero claro está,  este último requisito conforme  a lo 
dispuesto en la sentencia C.389 de 1996, esto es, puede reemplazarse tal supuesto 
de hecho con la condición alterna de haber procreado o adoptado uno o más hijos 
con el pensionado fallecido para que se proceda a su pago” (Subrayado fuera de 
texto).  
 
El subrayado es para resaltar la interpretación que hace la Corte Constitucional 
como garante de los derechos fundamentales, que cuando en el matrimonio hubo 
hijos,  no es necesario demostrar convivencia al momento de la muerte del 
causante. 
 
Así mismo, esta postura de la Corte Constitucional, es un precedente jurisprudencial 
de obligatorio cumplimiento por parte de las autoridades administrativas y judiciales, 
el cual fue vulnerado por Colpensiones porque omitió  responde claramente y de 
fondo a la petición formulada.  
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2.  Procedencia de la acción de tutela por omisión de respuesta de fondo del 
asunto. 
 
El artículo 23 de la Constitución Nacional prescribe: “Toda persona tiene derecho a 

presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o 
particular y a obtener pronta resolución.”  
 

Por su parte el Decreto 2551 de 1991 en su artículo 1° dispone: Toda persona tendrá 

acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión  de cualquier autoridad pública (…..).” 

 
Así mismo, la Corte Constitucional como garante de los derechos constitucionales 
fundamentales, tiene decantado que la respuesta dada a los  derechos de petición, 
debe ser oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado y que debe incluir 
un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el 
tema. 
 
Para el caso me permito transcribir la sentencia T-369/13, una de las tantas 
decisiones de la Corte Constitucional que se ocupan del tema. Veamos: 
 

Sentencia T-369/13 

 

“ 

DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICION-Protección 

constitucional y alcance 

 

El derecho de petición consagra de un lado la facultad de presentar solicitudes 

respetuosas a las entidades públicas y privadas. Y de otro lado, el derecho a 

obtener respuesta oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado. La 

jurisprudencia constitucional también ha resaltado que la respuesta de la 

autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos 

fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación 

plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular 

ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea 

favorable o no a sus intereses”.  

 

DERECHO DE PETICION-Peticiones respetuosas presentadas por 

particulares ante autoridades deben ser resueltas de manera oportuna, 

completa y de fondo 
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Es deber de las autoridades de resolver de fondo las peticiones elevadas ante 

ellas, sin que ello quiera decir que la respuesta deba ser favorable, y no son 

suficientes ni acordes con el artículo 23 constitucional las respuestas evasivas 

o abstractas, como quiera que condenan al peticionario a una situación de 

incertidumbre, por cuanto éste no logra aclarar sus inquietudes, especialmente 

si se considera que en muchos eventos, de esa respuesta depende el ejercicio 

de otros derechos subjetivos. Ha señalado igualmente la jurisprudencia, que la 

respuesta emitida en el marco de un derecho de petición debe ser dada a 

conocer efectivamente al peticionario, quien es el directo interesado en saber 

sobre la explicación brindada y en los efectos de la misma.” 

 
En ese orden de ideas, se puede pregonar con certeza, que de acuerdo con los 
hechos que informan esta demanda, la Administradora Colombiana de Pensiones 
“Colpensiones”, no dio una respuesta completa,  clara y de fondo  al  asunto 
planteado en el derecho de petición que presentó la señora ANARGELY RUIZ DE 
URIBE mediante escrito radicado No. 2021-13881612 de Noviembre 22 de 2021, 
toda vez que en su respuesta se abstuvo de resolver sobre la circunstancia de que 
el Artículo 47 de la ley 100 de 1993, permite reemplazar el supuesto de hecho que 
establece que la cónyuge:  “.(  …)  haya convivido con el fallecido no menos de dos 
(2) años continuos con anterioridad a su muerte”, por la condición alterna de haber 
procreado  uno o más hijos con el pensionado fallecido, postura que tiene 
apoyo en la jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional en la sentencia C-
081 de 1999, donde sobre  el particular sostuvo lo siguiente: 
 
“La razonabilidad de la procreación de uno o más hijos como requisitos 
sustituto. 
 
(….) conforme a la carta Política, el hecho de que la disposición cuestionada exija, 
tanto para los cónyuges como para los compañeros o compañeras permanentes, 
acreditar los supuestos de hecho previstos por el legislador para que proceda el 
pago de la prestación, con lo cual se busca, por parte del Congreso de la República, 
dentro de su amplia libertad de configuración legal, impedir, que sobrevenida la 
muerte del pensionado, el otro miembro de la pareja cuente con los recursos 
económicos indispensables para satisfacer sus necesidades, porque el literal a) del 
artículo cuestionado acoge un criterio  real o material, como lo  es la convivencia  al 
momento de la muerte  del pensionado, como el supuesto de hecho para determinar 
el beneficiario de la pensión,  pero claro está,  este último requisito conforme  a lo 
dispuesto en la sentencia C.389 de 1996, esto es, puede reemplazarse tal supuesto 
de hecho con la condición alterna de haber procreado o adoptado uno o más hijos 
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con el pensionado fallecido para que se proceda a su pago” (Subrayado fuera de 
texto).  
 
El subrayado es para resaltar la interpretación que hace la Corte Constitucional 
como garante de los derechos fundamentales, que cuando en el matrimonio hubo 
hijos,  no es necesario demostrar convivencia al momento de la muerte del causante  
y por tanto se debe ordenar el reconocimiento y pago del derecho pensional. 
 
Así mismo, esta postura de la Corte Constitucional, es un precedente jurisprudencial 
de obligatorio cumplimiento por parte de las autoridades administrativas y judiciales, 
el cual ha sido desacatado  por Colpensiones.   
 
3.  De la Inmediatez: 
 
Las Resoluciones 22822 de enero 28 de 2022 y la de segunda instancia DPE 4126 
de Abril 19 de 2022,  con que se agotó la vía gubernativa, quedaron ejecutoriadas 
en Junio 6 de 2022, cuando Colpensiones mediante oficio BZ_4824259-1633485 –
obrante a folio 56 de los anexos-,  notificó por aviso  esta  última resolución, 
circunstancia que permite conocer que a la fecha  han transcurrido 5 meses y por lo 
tanto nos encontramos dentro del término prudencial de seis meses que concede la 
jurisprudencia vigente y por ello cumple con el supuesto de la inmediatez.  
 
De acuerdo con lo expuesto, solicito se  ampare a la señora ANARGELY RUIZ DE 
URIBE su derecho fundamental de petición y se le ordene a Colpensiones que 
dentro de una término perentorio de 48 horas de respuesta de fondo al escrito de 
solicitud presentado en noviembre 22 de 2021.    
 

IV – PRUEBAS 
 

Para acreditar lo hechos y peticiones de esta acción, solicito tener como pruebas 
las siguientes: 
 
a) DOCUMENTALES: 
 
1. En 66 folios el escrito de petición radicado en noviembre 22 de 2021 ante 
Colpensiones, con los siguientes anexos: 
 
- Formato solicitud prestaciones económicas. 
- Formato para notificación por correo electrónico. 
- Registro Civil de defunción de RAFAEL URIBE PARRA. 
- Fotocopia cédula del causante. 
-Registro civil de nacimiento de Rafael Uribe Parra. 
- Resolución No. 659 de abril 232 de 2004 –reconoce y sustituye pensión. 
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- Fotocopia cédula de Anargely Ruiz de Uribe. 
- Registro Civil de nacimiento de Anargely Ruiz de Uribe. 
- Dos declaraciones extrajuicio. 
- Registro Civil de Matrimonio de Rafael Uribe y Anargely Ruiz. 
- Formato de cuenta de pago. 
- Certificación cuenta bancaria. 
- Formato declaración de no pensión.  
- Por especial al abogado para hacer la reclamación ante Colpensiones. 
- Cédula ciudadanía y Tarjeta Profesional  del apoderado. 
- En dos folios registros civiles de los hijos del matrimonio URIBE-RUIZ. 
- Registro civil de defunción de OBEIDA HERNANDEZ. 
- En dos folios acuerdo y diligencia de compromiso de cuota mensual suscrito entre 
RAFAEL URIBE y ANARGELY RUIZ. 
- En dos folios, Contrato de transacción suscrito entre los beneficiarios de la pensión 
y Anargely Ruiz de Uribe, donde aquellos se comprometen a proveer  a ésta una 
cuota mensual para su sostenimiento. 
- Memorial dirigido al Juzgado Sexto Laboral de Ibagué, dando por terminado 
proceso de la accionante contra Colpensiones y los beneficiarios de la pensión. 
- Declaración extrajuicio de Anargely Ruiz de Uribe. 
-. Resoluciones No. CNR-184615 de Julio 17 de 2013 y  60614 de febrero 26 de 
2014 con las cuales, para esa época, Colpensiones negó  la solicitud de pensión a 
Anargely Ruiz de Uribe. 
-. Resolución  la SUB 22822 de enero 28 de 2022 y DPE 4126 de abril 19 de 2022, 
mediante las cuales Colpensiones niega la última  petición de reconocimiento de 
sustitución de pensión, con las notificaciones respectivas. 
 -. Oficio BZ2022_4824259-1633485 de junio 6 de 2022, mediante el cual 
Colpensiones notifica por aviso la Resolución 4126 de Abril 19-22. 
-. Escrito de Recurso de Apelación de la Resolución 22822 de enero 28/22. 
-.-En 3 folios registro  civil de nacimiento  los hijos de OBEIDA HERNANDEZ para 
acreditar que por la edad ya no tienen derecho ni reciben pensión de sobrevivientes. 
-. Liquidación actualizada de la mesada pensional que se solicita. 
 
2.- Escrito de Acción de tutela anterior tramitado ante Juzgado 4 de ejecución de 
penas y medidas de seguridad de Ibagué, rad,  73001318700320220007600 NI-
39377. 
 
3. Sentencias de primera y segunda instancia de la tutela anterior. 

 
V – JURAMENTO 

 
Declaro bajo la gravedad del juramento que anterior a ésta no se ha interpuesta 
ninguna acción por los mismos hechos, pues en  la anterior que se tramitó ante el 
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Juzgado 4 de ejecución de penas y medidas de seguridad, se debatieron otros 
derechos fundamentales sin que se tocara para nada el derecho de petición. 

 
VI- ANEXOS 

 
Además de los documentos anunciados en el acápite de pruebas allego el poder 
para actuar. 

 
VII - NOTIFICACIONES 

 
Al suscrito apoderado en la Carrera 9° No. 79-00 Torre 8 Apto. 203 de Ibagué y en 
el correo electrónico  jaimeuseche@yahoo.es 
 
A la accionada en la Carrera 10° No. 72-33 Torre B Piso 11 Bogotá, y al correo 
electrónico: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 
 
 
Del señor Juez, 
 

 
JAIME USECHE LEAL 
C.C. 5982178 
T.P. 87897 del C.S.J.  
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Señores 
JUZGADO LABORAL DEL CIRCUITO 
IBAGUE –TOL- 
 
 
ACCION DE TUTELA 
Accionante:     ANARGELY  RUIZ  DE  URIBE 
Accionado:   ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 
“COLPENSIONES” 
 
 
JAIME USECHE LEAL, mayor de edad, vecino de esta ciudad e identificado civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi firma, obrando en mi condición de 
apoderado de la accionante según poder que allego con este escrito, 
comedidamente manifiesto a ese Despacho que interpongo ACCION DE TUTELA 
contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES “COLPENSIONES”, 
representada legalmente por su Presidente doctor JUAN MIGUEL VILLA LORA,  o 
quien haga sus veces, para que a mi poderdante se le  ampare el derecho 
fundamental de la seguridad social integral  en conexión con el de la vida digna  y 
el mínimo vital y móvil,   por la negativa del  reconocimiento y pago del valor de la 
pensión de sobrevivientes a que tiene derecho mi poderdante, ocasionada con el 
fallecimiento de su legítimo esposo RAFAEL URIBE PARRA, quien al momento de 
su  muerte se encontraba devengando pensión de vejez, reconocida por el ISS con 
resolución No. 659 de abril 23 de 2004; acción que estructuro así: 
 

I - HECHOS 
 
1. El señor RAFAEL URIBE PARRA falleció el día 15 de diciembre de 2002. 
(Registro civil de defunción anexo) 
 
2. La señora ANARGELY RUIZ DE URIBE se casó por el rito católico con el señor 
RAFAEL URIBE PARRA en ceremonia celebrada el día 29 de enero de 1962. (Ver 
Registro civil de matrimonio anexo al escrito de petición a Colpensiones). 
 
3. El esposo de la accionante para la época de su fallecimiento se encontraba 
tramitando el reconocimiento de su  pensión de vejez ante el  entonces SEGURO 
SOCIAL (hoy Colpensiones), pensión que le fue reconocida después del deceso 
mediante Resolución No. 659 de abril 23 de 2004, con efectos fiscales desde 
diciembre 15 de 2002. (Ver resol anexo al escrito de petición a Colpensiones) 
 
4. El señor RAFAEL URIBE PARRA (q.e.p.d.), convivió con su esposa señora 
ANARGELY RUIZ DE URIBE hasta el 8 de julio de 1976, fecha para la cual éste 
resolvió abandonar el hogar para irse a convivir en unión libre con otra mujer de 
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nombre OBEDIA HERNANDEZ. (Ver declaraciones extrajuicio anexas a la petición 
ante Colpensiones) 
 
5. Durante el tiempo de convivencia del matrimonio URIBE-RUIZ procrearon  tres 
hijos que responden a los  nombres de OSCAR FERNANDO, ALEXANDER y 
MARTHA JANNETH URIBE PARRA, hoy mayores de edad. (Registros civiles 
anexos a la petición ante Colpensiones). 
 
6. El señor RAFAEL URIBE PARRA, a pesar de su separación de hecho  nunca 
dejó de proveer lo necesario para el sostenimiento de su esposa ANARGELY y sus 
tres hijos, mediante la entrega mensual de una cuota que acordaron para el efecto, 
la cual duró hasta el momento de la muerte de aquel. (Se allega el acuerdo Anexo 
a la petición ante colpensiones) 
 
7. La sociedad conyugal constituida por el matrimonio celebrado entre RAFAEL 
URIBE PARRA y su señora ANARGELY RUIZ DE URIBE, se encuentra vigente 
porque jamás ha sido liquidada. 
 
8. Con Resolución 659 de Abril 23 de 2004, el ISS reconoce a RAFAEL URIBE 
PARRA la pensión de vejez, pero como para ese momento ya había fallecido,  con 
la misma resolución la sustituyen a favor de su compañera permanente OBEIDA 
HERNANDEZ en un 50% y el otro 50% para los hijos menores de esa unión marital, 
menores que hoy todos son mayores de edad, (La menor ya tiene más de 28 años)  
y niegan el derecho a la esposa  señora  ANARGELY RUIZ DE URIBE (Ver 
resolución anexa a la petición ante colpensiones). 
 
9. La esposa legítima señora ANARGELY RUIZ DE URIBE, en varias 
oportunidades, la primera en abril 23 de 2003, la segunda en enero  17 de 2013 y 
la última en noviembre 19 de 2021, presentó reclamación de pensión de 
sobrevivientes pero le han sido negadas  mediante resoluciones Nos. 659 de Abril 
23 de 2004; 184615 de julio 17 de 2013 y 60614 de febrero 26 de 2014;    22822 de 
enero 28 de 2022 y 4126 de abril 19 de 2022, todas con el argumento de que  la 
solicitante no acreditó  vida marital con el causante durante los dos (2) últimos años 
anteriores a la fecha del  deceso. (Ver resoluciones anexas al escrito de petición 
ante colpensiones). 
 
10. En sus peticiones la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE expone ante 
Colpensiones que se le reconozca su pensión de sobrevivientes, en aplicación de 
lo dispuesto por el artículo 47 de la ley 100 de 1993 vigente para la época del 
fallecimiento del causante, es decir,  antes de haber sido modificado por la ley 797 
de diciembre de 2003, calenda para la cual éste ya había fallecido, el cual  reza: 
(Ver escrito de petición a Colpensiones). 
 
“ARTICULO 47. Beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. Son beneficiarios de la 
pensión de sobrevivientes: 
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a) En forma vitalicia, el cónyuge y la compañera o compañero permanente supérstite. 
 
En caso de que la pensión  de sobrevivientes se cauce por muerte del pensionado, el 
cónyuge, el compañero o la compañera permanente supérstite, deberán acreditar que 
estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde que éste cumplió con los 
requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte y haya 
convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, 

salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido”. (Lo 
subrayado fue declarado INEXEQUIBLE; Corte Constitucional C-1176 de 2001). 
(Las negrillas son fuera de texto). 
 
11. La accionante señora ANARGELY RUIZ DE URIBE, es una persona de la 
tercera edad, cuenta actualmente con setenta y ocho (78) años, circunstancia que 
le pesa en su salud, ya no le permite devengar ningún sustento  y los gastos de 
manutención  siempre estuvieron a cargo de su esposo y padre quien se los proveyó 
hasta el momento de su fallecimiento, pues ella nunca devengó salario, pensión, 
renta o ingreso alguno para solventar esos gastos porque solo se dedicó a la crianza 
de sus 3  hijos y a  los quehaceres de ama de casa.(Ver registro civil de nacimiento 
de Anargely para probar edad, anexo al escrito de petición ante colpensiones). 
 
12. Esta  situación le está causando graves penurias  a la reclamante para su 
manutención,  pues a su edad, (78 años) ya está muy enferma, desvalida, siendo 
su única esperanza  que al fín le reconozcan la  pensión a que tiene derecho.   
 
13. Como no puede trabajar por su avanzada edad ni tiene ingresos de ninguna 
clase, su acceso a los servicios de salud es incierto y los quebrantos y achaques de 
mujer entrada en años no dan espera, pues ni siquiera cuenta con afiliación al 
Régimen subsidiado en Salud porque su puntaje del Sisben no aplica.  
 
14. Todas estas circunstancias que repercuten gravemente en su salud, su vida 
digna y el mínimo vital, han sido vulneradas por Colpensiones ante su sistemática 
negación del reconocimiento de su pensión. 
 
Además de su deficiente capacidad para procurarse ingresos  que sustenten sus 
necesidades básicas de subsistencia por falta del ingreso mínimo vital y móvil, todo 
lo cual se podrá ver resuelto con el pago oportuno de la pensión de sobrevivientes 
que lleva mucho tiempo reclamando. 
 
15.  Según Resolución 659 de Abril 23 de 2004, la mesada pensional del causante 
para enero 1 de 2004, fue calculada, reconocida  y pagada a la compañera 
permanente y sus hijos menores en cuantía de  $1.953.368, la cual hechas las 
actualizaciones de conformidad con  los aumentos que anualmente autoriza el 
Gobierno Nacional, a la fecha de hoy quedaría tasada en la suma de $4.366.898 
mensual. (Se anexa liquidación actualizada) 
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16. Una vez fallecido el señor URIBE PARRA, la señora ANARGELY quedó 
totalmente desamparada porque en ese momento cesó la cuota que aquel le venía 
reconociendo  mensualmente para su sostenimiento y por eso  en el año 2014 la 
señora ANARGELY RUIZ DE URIBE presentó ante el Juzgado Sexto Laboral del 
Circuito de Ibagué, demanda laboral ordinaria contra Colpensiones y OBEIDA 
HERNANDEZ,  donde pretendía el reconocimiento y pago de la pensión, pero ese 
proceso terminó por transacción con la demandada donde ésta y sus hijos, con el 
producto de la pensión se comprometieron   reconocer mensualmente a aquella, el 
valor de un salario mínimo para satisfacer el  sostenimiento de  ANARGELY quien 
a su vez  se comprometió a dar por terminado el proceso ordinario que se tramitaba 
ante el Juzgado 6°  laboral  del circuito de Ibagué, lo cual fue cumplido a cabalidad. 
. (Allego escrito de transacción y memorial pidiendo terminación del procesos por 
transacción, anexo a la petición ante Colpensiones)  
 
17. La compañera permanente a quien le sustituyeron la pensión señora OBEIDA 
HERNANDEZ, falleció en enero 7 de 2020 y los 3  hijos de esa unión marital que 
fueron también beneficiados en un 50%,  son todos mayores de 28 años y por eso 
ya no son beneficiarios de  ninguna mesada pensional, según se desprende de los 
respectivos  registros civiles de nacimiento que se allegan.   
 
18. Fallecida OBEIDA HERNANDEZ  cesó el pago de la mesada pensional  por 
parte de Colpensiones  y consecuencialmente  la señora ANARGELY RUIZ DE 
URIBE quedó totalmente desamparada porque dejó de percibir la cuota acordada 
que aquella le venía proveyendo con el producto de mesada que recibía. 
 
19. La señora ANARGELY RUIZ DE URIBE me otorgó poder para interponer esta 
tutela. 
 

II – PRETENSIONES 
 
1. Que se ampare a la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE el derecho fundamental 
a la seguridad social en pensión, en conexión con el de la salud, la vida digna  y el 
mínimo vital y móvil, conculcados por la Administradora Colombiana de Pensiones 
“Colpensiones”, por haberle  negado en varias oportunidades su derecho. 
 
2. Como consecuencia de la anterior decisión, se ordene a la Administradora 
Colombiana de Pensiones “Colpensiones”, para que en un término prudencial y 
perentorio que el Juzgado le señale,  pague de forma definitiva   a la señora 
ANARGELY RUIZ DE URIBE la mesada pensional mensual vitalicia  de 
sobrevivientes  y se disponga su inclusión en nómina,  ocasionada con la muerte de 
su esposo señor RAFAEL URIBE PARRA, en cuantía de $4.366.898 pesos 
mensuales, junto con los aumentos legales subsiguiente dispuestos por el Gobierno 
Nacional. 
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III - FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO 
 
1. Prueba del  Derecho:  
 
Como quedó reseñado atrás en varias oportunidades la señora ANARGELY RUIZ 
DE URIBE reclamó ante colpensiones,  el reconocimiento y pago de la pensión de 
sobrevivientes a que tiene derecho por la muerte de su fallecido esposo señor 
RAFAEL URIBE PARRA, (q.e.p.d.), quien fuera pensionado por el Instituto de los 
Seguros Sociales, mediante Resolución No. 0659 de Abril 23 de 2004. 
 
Para la fecha de reconocimiento de la pensión al señor URIBE PARRA éste ya había 
fallecido y reclamaron la sustitución pensional, de forma simultánea,  su esposa 
señora ANARGELY RUIZ DE URIBE y su compañera permanente señora OBEIDA 
HERNANDEZ, sustitución que fue reconocida únicamente a la compañera 
permanente OBEIDA HERNANDEZ y sus 3 hijos menores, negándole el derecho a 
la esposa legítima, con el argumento que: “(….)  no logra acreditar los requisitos  
que establece la ley 100 de 1993, artículo 47 que trata de los BENEFICIARIOS DE 
LA PENSION DE SOBREVIVIENTES, toda vez que no logró acreditar el requisito 
de la  convivencia durante los dos años anteriores a la muerte del señor URIBE 
PARRA RAFAEL.”  
 
Ese mismo argumento ha venido  sosteniendo Colpensiones para negar en dos 
oportunidades subsiguientes, el reconocimiento y pago del derecho a ANARGELY 
RUIZ DE URIBE, a pesar de hacerles precisión que dicho término de convivencia 
no será exigible cuando:  “ HAYA PROCREADO UNO O MAS HIJOS CON EL 
PENSIONADO FALLECIDO” según lo establece el Art. 47 ley 100 de 1993 vigente 
para la época del fallecimiento del causante, es decir, en su versión original antes 
de haber sido modificado por el artículo 13 de la ley 797 de 2003, donde  dispone: 
 
“ARTICULO 47. Beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. Son beneficiarios de la 
pensión de sobrevivientes: 
 
a) En forma vitalicia, el cónyuge y la compañera o compañero permanente supérstite. 
 
En caso de que la pensión  de sobrevivientes se cauce por muerte del pensionado, el 
cónyuge, el compañero o la compañera permanente supérstite, deberán acreditar que 
estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde que éste cumplió con los 
requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte y haya 
convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, 

salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido”. (Lo 
subrayado fue declarado INEXEQUIBLE; Corte Constitucional C-1176 de 2001). 
(Las negrillas son fuera de texto). 
 
Lo resaltado en negrillas es para significar que loa norma da la opción o alternativa 
para sustituir la exigencia de los dos años de convivencia por el haber procreado 
hijos.      Pero lamentablemente en los pronunciamiento hechos por Colpensiones 

mailto:jaimeuseche@yahoo.es


JAIME USECHE LEAL 

ABOGADO 
 

Carrera 9° No. 79-00 Torre 8 Apto. 203 Ibagué 
Correo electrónico:  jaimeuseche@yahoo.es 

Celular No. 311-5619009 
 

en sus diferentes resoluciones que niegan la prestación, NI SIQUIERA HACEN 
ALUSION A ESTA PARTE DE LA  NORMA Y  GUARDARON TOTAL SILENCIO AL 
RESPECTO a pesar de que además,  existe precedente jurisprudencial 
Constitucional que les obliga,  lo cual indica  que para ellos no existe esta parte de 
la norma.   
 
En el escrito de APELACION de la Resolución 22822, radicado el 11 de febrero de 
2022,  se les reitera el PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL de obligatorio 
cumplimiento vigente desde 1996  proferido por la Corte Constitucional en 
sentencia C-081 de 1999, donde sobre  el particular sostuvo lo siguiente: 
 
“La razonabilidad de la procreación de uno o más hijos como requisitos 
sustituto. 
 
(….) conforme a la carta Política, el hecho de que la disposición cuestionada exija, 
tanto para los cónyuges como para los compañeros o compañeras permanentes, 
acreditar los supuestos de hecho previstos por el legislador para que proceda el 
pago de la prestación, con lo cual se busca, por parte del Congreso de la República, 
dentro de su amplia libertad de configuración legal, impedir, que sobrevenida la 
muerte del pensionado, el otro miembro de la pareja cuente con los recursos 
económicos indispensables para satisfacer sus necesidades, porque el literal a) del 
artículo cuestionado acoge un criterio  real o material, como lo  es la convivencia  al 
momento de la muerte  del pensionado, como el supuesto de hecho para determinar 
el beneficiario de la pensión,  pero claro está,  este último requisito conforme  a lo 
dispuesto en la sentencia C.389 de 1996, esto es, puede reemplazarse tal supuesto 
de hecho con la condición alterna de haber procreado o adoptado uno o más hijos 
con el pensionado fallecido para que se proceda a su pago” (Subrayado fuera de 
texto).  
 
El subrayado es para resaltar la interpretación que hace la Corte Constitucional 
como garante de los derechos fundamentales, que cuando en el matrimonio hubo 
hijos,  no es necesario demostrar convivencia al momento de la muerte del causante  
y por tanto se debe ordenar de forma definitiva el reconocimiento y pago de las 
mesadas pensionales de la reclamante. 
 
Así mismo, esta postura de la Corte Constitucional, es un precedente jurisprudencial 
de obligatorio cumplimiento por parte de las autoridades administrativas y judiciales, 
el cual fue vulnerado por Colpensiones.   
 
2.  Procedencia excepcional y definitiva de la acción de tutela: 
 
Al respecto sostiene la Corte Constitucional, lo siguiente: 
 
Se debe tener en cuenta las circunstancias específicas  del actor, sobre todo si 
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se trata de personas añosas, además partiendo de la demora  en los despachos 
judiciales, es posible que el accionante no alcance a disfrutar  de su pensión,, pues 
adelantar un proceso ordinario para satisfacer dicha pensión  puede demorar 
muchos años sobre todo si tenemos en cuenta que por su cuantía puede ir hasta la 
Corte en Casación. En estos casos y para no hacer nugatorio el derecho a la 
pensión, la Corte Constitucional ha otorgado un amparo definitivo y 
consecuentemente ha ordenado el reconocimiento y el pago de la pensión”.  
 
Para apoyar la procedencia excepcional y definitiva de la tutela en casos como este, 
invoco   las siguientes sentencias: 
 
T-045 DE 2016:  
 

“ACCION DE TUTELA PARA RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES 
SOCIALES EN MATERIA PENSIONAL-Procedencia excepcional 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que, como regla general, la acción 
de amparo constitucional es improcedente para obtener el reconocimiento y pago de 
derechos pensionales. No obstante, tratándose de personas de la tercera edad, la acción 
de amparo se convierte en un mecanismo principal de protección de sus derechos, cuando 
se acreditan el resto de los requisitos señalados en la jurisprudencia de esta Corporación, 
referentes (i) a la afectación del mínimo vital o de otros derechos constitucionales como la 
salud, la vida digna o la dignidad humana, (ii) a la demostración de cierta actividad 
administrativa y judicial desplegada por el interesado tendiente a obtener la protección de 
sus derechos, y (iii) a que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el 
medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos 
fundamentales presuntamente afectados.” 
 

T- 0471 DE 2017: 
 

“ACCION DE TUTELA PARA RECLAMAR EL RECONOCIMIENTO Y PAGO DE 
DERECHOS PENSIONALES-Procedencia excepcional 

  
La procedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de prestaciones pensionales 
se sujeta a las siguientes reglas: (i) procede como mecanismo transitorio, cuando a pesar 
de la existencia de un medio ordinario de defensa para el reconocimiento de la prestación, 
este no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, conforme a la especial situación 
del peticionario; (ii) procede la tutela como mecanismo definitivo cuando el medio ordinario 
dispuesto para resolver las controversias, no es idóneo y eficaz, conforme a las especiales 
circunstancias del caso que se estudia. Además, (iii) cuando la acción de tutela es 
promovida por personas que requieren especial protección constitucional, como los niños 
y niñas, mujeres cabeza de familia, personas en condición de discapacidad, personas de 
la tercera edad, entre otros, el examen de procedibilidad de la acción de tutela es menos 

estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos.” 

 
T- 09 DE 2019: 
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“ACCION DE TUTELA PARA RECLAMAR EL RECONOCIMIENTO Y PAGO 
DE DERECHOS PENSIONALES-Procedencia excepcional 

 Esta Corporación ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela 
cuando se trata de la protección de derechos de contenido prestacional, como son las 
acreencias pensionales, bien sea como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, o como medio principal cuando las vías de defensa judicial ordinarias 
no resultan idóneas ni eficaces para la protección de los derechos fundamentales 
trasgredidos” 

Entonces, de acuerdo con el artículo 47 de la ley 100-93  y el precedente 
Jurisprudencial transcritos, en este caso concreto se cumple con todas las 
exigencias legales para que el derecho sea reconocido de forma definitiva a través 
de esta tutela, toda vez que: i) La accionante es una persona de la tercera edad 
pues cuenta con 78 años, circunstancia que ya no le permite siquiera movilizarse 
por sí misma y menos pensar que puede laborar en algo para sustentar sus 
necesidades; ii) Con el fallecimiento de su esposo y de la compañera permanente 
de éste,  dejó de percibir los recursos con que sufragaba sus gastos de 
manutención; iii) Ha intentado en varias oportunidades ante Colpensiones el 
reconocimiento de su pensión, pero sus peticiones  han sido en vano porque 
siempre se la niegan con el argumento de que no acredita convivencia con el 
causante durante los dos últimos años anteriores a la muerte y iv) Por su avanzada 
edad y por la demora en  el trámite de un proceso ordinario que puede durar muchos 
años,  nadie puede garantizar que alcance a cobra, siquiera la primera mesadas 
que seguramente le reconocerán  por ese medio.   
 
3.  De la Inmediatez: 
 
Las Resoluciones 22822 de enero 28 de 2022 y la de segunda instancia DPE 4126 
de Abril 19 de 2022,  con que se agotó la vía gubernativa quedaron ejecutoriadas 
en Junio 7 de 2022. 
 
En consecuencia desde esa última calenda apenas han transcurrido dos meses y 
unos   días y por lo tanto se considera cumple con el supuesto de la inmediatez. 
 
De acuerdo con lo expuesto, como quiera que se superan todos los requisitos 
normativos y jurisprudenciales para acceder al reconocimiento deprecado, solicito 
se  ampare a la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE su derecho fundamental de la 
seguridad social integral, en conexión con el de la vida,  la vida digna y el mínimo 
vital y se le ordene a Colpensiones que le cancele el valor de la mesada pensional 
de sobrervivencia y se  incluya en nómina de pensionados.    
 

IV – PRUEBAS 
 

Para acreditar lo hechos y peticiones de esta acción, solicito tener como pruebas 
las siguientes: 
 

mailto:jaimeuseche@yahoo.es


JAIME USECHE LEAL 

ABOGADO 
 

Carrera 9° No. 79-00 Torre 8 Apto. 203 Ibagué 
Correo electrónico:  jaimeuseche@yahoo.es 

Celular No. 311-5619009 
 

a) DOCUMENTALES: 
 
1. En 39 folios el escrito de petición radicado en noviembre 22 de 2021 ante 
Colpensiones, con los siguientes anexos: 
 
- Formato solicitud prestaciones económicas. 
- Formato para notificación por correo electrónico. 
- Registro Civil de defunción de RAFAEL URIBE PARRA. 
- Fotocopia cédula del causante. 
-Registro civil de nacimiento de Rafael Uribe Parra. 
- Resolución No. 659 de abril 232 de 2004 –reconoce y sustituye pensión. 
- Fotocopia cédula de Anargely Ruiz de Uribe. 
- Registro Civil de nacimiento de Anargely Ruiz de Uribe. 
- Dos declaraciones extrajuicio. 
- Registro Civil de Matrimonio de Rafael Uribe y Anargely Ruiz. 
- Formato de cuenta de pago. 
- Certificación cuenta bancaria. 
- Formato declaración de no pensión.  
- Por especial al abogado para hacer la reclamación ante Colpensiones. 
- Cédula ciudadanía y Tarjeta Profesional  del apoderado. 
- En dos folios registros civiles de los hijos del matrimonio URIBE-RUIZ. 
- Registro civil de defunción de OBEIDA HERNANDEZ. 
- En dos folios acuerdo y diligencia de compromiso de cuota mensual suscrito entre 
RAFAEL URIBE y ANARGELY RUIZ. 
- En dos folios, Contrato de transacción suscrito entre los beneficiarios de la pensión 
y Anargely Ruiz de Uribe, donde aquellos se comprometen a proveer  a ésta una 
cuota mensual para su sostenimiento. 
- Memorial dirigido al Juzgado Sexto Laboral de Ibagué, dando por terminado 
proceso de la accionante contra Colpensiones y los beneficiarios de la pensión. 
- Declaración extrajuicio de Anargely Ruiz de Uribe. 
 
2. Resoluciones No. CNR-184615 de Julio 17 de 2013 y  60614 de febrero 26 de 
2014 con las cuales, para esa época, Colpensiones negó  la solicitud de pensión a 
Anargely Ruiz de Uribe. 
 
3. Resolución  la SUB 22822 de enero 28 de 2022 y DPE 4126 de abril 19 de 2022, 
mediante las cuales Colpensiones niega la última  petición de reconocimiento de 
sustitución de pensión, con las notificaciones respectivas. 
  
4. Oficio BZ2022_4824259-1633485 de junio 6 de 2022, mediante el cual 
Colpensiones notifica por aviso la Resolución 4126 de Abril 19-22. 
 
5. Escrito de Recurso de Apelación de la Resolución 22822 de enero 28/22. 
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JAIME USECHE LEAL 

ABOGADO 
 

Carrera 9° No. 79-00 Torre 8 Apto. 203 Ibagué 
Correo electrónico:  jaimeuseche@yahoo.es 

Celular No. 311-5619009 
 

6.-En 3 folios registro  civil de nacimiento  los hijos de OBEIDA HERNANDEZ para 
acreditar que por la edad ya no tienen derecho ni reciben pensión de sobrevivientes. 
 
7. Liquidación actualizada de la mesada pensional que se solicita.  

 
V – JURAMENTO 

 
Declaro bajo la gravedad del juramento que anterior a ésta no se ha interpuesta 
ninguna acción por los mismos hechos.  

 
VI- ANEXOS 

 
Además de los documentos anunciados en el acápite de pruebas allego el poder 
para actuar. 

 
VII - NOTIFICACIONES 

 
Al suscrito apoderado en la Carrera 9° No. 79-00 Torre 8 Apto. 203 de Ibagué y en 
el correo electrónico  jaimeuseche@yahoo.es 
 
A la accionada en la Carrera 10° No. 72-33 Torre B Piso 11 Bogotá, y al correo 
electrónico: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 
 
 
Del señor Juez, 
 

 
JAIME USECHE LEAL 
C.C. 5982178 
T.P. 87897 del C.S.J.  
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JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

 

 

Ibagué, cinco (5) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

1. ASUNTO 

 

Resuelve el Despacho la acción de tutela promovida por ANARGELY RUIZ 

DE URIBE, a través de apoderado judicial, contra la Administradora 

Colombiana de Pensiones Colpensiones, por la presunta vulneración a sus 

derechos fundamentales a la seguridad social en conexión con el de la 

salud, vida digna y mínimo vital.  

 

2. FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN  

 

Alega la apoderada de la accionante, como hechos constitutivos de la 

vulneración de los derechos fundamentales invocados, que RAFAEL URIBE 

PARRA, esposo de la accionante, falleció el 15 de diciembre de 2002, época 

para la cual se encontraba tramitando el reconocimiento de su pensión de 

vejez ante el entonces Seguro Social, hoy Administradora Colombiana de 

Pensiones Colpensiones, pensión que le fue reconocida después del deceso 

mediante Resolución número 659 del 23 de abril de 2004, con efectos 

fiscales desde 15 de diciembre de 2002.1 

 

URIBE PARRA, convivió con ANARGELY RUIZ DE URIBE hasta el 8 de julio 

de 1976, fecha para la cual éste resolvió abandonar el hogar para irse a 

convivir en unión libre con OBEDIA HERNÁNDEZ, tiempo durante el cual 

                                                
1 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
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procrearon tres hijos que responden a los nombres de OSCAR FERNANDO, 

ALEXANDER y MARTHA JANNETH URIBE PARRA.2 

 

RAFAEL nunca dejó de proveer lo necesario para el sostenimiento de 

ANARGELY RUIZ y sus tres hijos, mediante la entrega mensual de una cuota 

que acordaron para el efecto, la cual duró hasta el momento de la muerte 

de aquel. 

 

La sociedad conyugal constituida por el matrimonio celebrado entre RAFAEL 

URIBE y la actora, se encuentra vigente, dado que no se llevó a cabo la 

liquidación de dicha sociedad marital.  

 

La administradora accionada con Resolución 659 del 23 de abril de 2004, le 

reconoció a RAFAEL URIBE PARRA la pensión de vejez, sin embargo, dado 

el fallecimiento de este último, la autoridad accionada sustituyó el 

reconocimiento pensional a favor de su compañera permanente, la señora 

OBEIDA HERNÁNDEZ en un cincuenta por ciento (50%) y para los hijos 

menores de esa unión marital un cincuenta por ciento (50%), menores que 

hoy todos son mayores de edad y niegan el derecho a la señora ANARGELY 

RUIZ DE URIBE.3 

 

El 23 de abril de 2003, 17 de enero de 2013 y 19 de noviembre de 2021 la 

actora solicitó el reconocimiento de la pensión de sobreviviente, en 

aplicación de lo dispuesto por el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 vigente 

para la época del fallecimiento del causante, es decir, antes de haber sido 

modificado por la Ley 797 de diciembre de 2003, sin embargo, Colpensiones 

mediante las Resoluciones números 659, 184615, 60614, 22822 y 4126 del 

23 de Abril de 2004, 17 de julio de 2013, 26 de febrero de 2014, 28 de enero 

y 19 de abril de 2022, respectivamente, negó dicha pretensión con el 

argumento de que la solicitante no acreditó vida marital con el causante 

durante los dos (2) últimos años anteriores a la fecha del deceso.4 

 

                                                
2 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 

página 1 a 10 
3 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
página 1 a 10 
4 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
página 1 a 10 
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Aclara que la accionante, es una persona de la tercera edad, con setenta y 

ocho años, que no devenga salario, pensión, renta o ingreso alguno para 

solventar sus gastos mínimos, por cuanto estos siempre estuvieron a cargo 

de su esposo quien se los proveyó hasta el momento de su fallecimiento.5 

 

Precisa que según la Resolución 659 del 23 de Abril de 2004, la mesada 

pensional del causante para 1° de enero de 2004, fue calculada, reconocida 

y pagada a la compañera permanente y sus hijos menores en cuantía de un 

millón novecientos cincuenta y tres mil trecientos sesenta y ocho 

($1.953.368) pesos, la cual con los aumentos que anualmente autoriza el 

Gobierno Nacional, a la fecha quedaría tasada en la suma de cuatro millones 

trecientos sesenta y seis mil ochocientos noventa y ocho ($4.366.898) 

pesos.6 

 

Igualmente, señala que la OBEIDA HERNÁNDEZ, falleció el 7 de enero de 

2020 y los hijos de esa unión marital que también fueron favorecidos de la 

pensión de sobreviviente, son mayores de veintiocho años y, por tanto, ya 

no son beneficiarios de ninguna mesada pensional. 7  

 

Expone que fallecida OBEIDA HERNÁNDEZ cesó el pago de la mesada 

pensional por parte de Colpensiones y consecuencialmente la accionante 

quedó totalmente desamparada porque dejó de percibir la cuota acordada 

que aquella le venía proveyendo con el producto de mesada que recibía. 8  

 

Por lo tanto, acude a este mecanismo de protección constitucional con el 

objetivo que la autoridad accionada de pague a favor de la accionante la 

pensión de sobreviviente9. 

 

3. ACTUACIÓN PROCESAL  

 

                                                
5 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
página 1 a 10 
6 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
página 1 a 10 
7 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
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8 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
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9 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027652385. Escrito de Tutela 
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Mediante auto del 24 de agosto hogaño10 se admitió la presente acción de 

tutela y se dispuso notificar y vincular al Gerente Nacional de 

Reconocimiento, Subdirector de Determinación y a la Directora de Atención 

y Servicio de la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, para 

que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de 

dicho proveído se pronunciara sobre los hechos y pretensiones de la 

accionante. 

 

La Dra. MALKY KATRINA FERRO AHCAR, como directora de acciones 

constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones 

Colpensiones, manifestó:  

 

• Revisado el expediente pensional del afiliado, evidenció que mediante 

Resolución SUB22822 del 28 de enero de 2022, Colpensiones resolvió la 

solicitud de reconocimiento pensional impetrado por ANARGELY RUIZ 

DE URIBE, asimismo, mediante providencia DPE4126 del 29 de abril de 

2022, desató el recurso de apelación interpuesto contra la resolución 

SUB22822 del 2022.11 

 

• La accionante debe agotar los procedimientos administrativos y 

judiciales dispuestos para tal fin y no discutir la acción u omisión de 

Colpensiones vía acción de tutela, ya que ésta solamente procede ante la 

inexistencia de otro mecanismo judicial. 12 

 

• La actora pretende desnaturalizar la acción de tutela pretendiendo que 

por medio de un proceso caracterizado por la inmediatez y subsidiaridad, 

sean reconocidos derechos que deben ser de conocimiento del juez 

ordinario competente a través de los mecanismos legales establecidos 

para ello, por lo que se debe declarar la improcedencia de la acción de 

tutela ante el carácter subsidiario de esta, máxime que no se probó 

vulneración a derechos fundamentales, ni la existencia de un perjuicio 

irremediable que haga viable proteger derecho alguno. 13 

                                                
10 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027653302. Escrito de Tutela 
página 1 a 2 
11 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
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12 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
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13 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
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• La Administradora de Pensiones Colpensiones no ha vulnerado derecho 

fundamental alguno, por cuanto no tiene responsabilidad alguna en la 

transgresión de los derechos fundamentales, ello teniendo en cuenta que 

actualmente no tiene petición o trámite pendiente por resolver a favor de 

la accionante. 14 

 

• En consecuencia, solicita se deniegue la presente acción constitucional, 

por cuanto las pretensiones son improcedentes, como quiera que no 

cumple con los requisitos de procedibilidad del artículo 6° del Decreto 

2591 de 1991, así como tampoco se encuentra demostrado que 

Colpensiones hayan vulnerado los derechos reclamados por el 

accionante y está actuando conforme a derecho.15 

 

4. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 

 

4.1. COMPETENCIA  

 

Este Juzgado, en virtud de lo previsto en el artículo 86 de la Constitución 

Política y sus Decretos reglamentarios 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1382 

de 2000, es competente para resolver la presente acción de tutela 

presentada por el apoderado judicial de ANARGELY RUIZ DE URIBE, 

contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones. 

 

4.2. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Corresponde establecer si de acuerdo con las circunstancias fácticas 

planteadas por ANARGELY RUIZ DE URIBE existe vulneración de sus 

derechos fundamentales a la seguridad social en conexión con el de la 

salud, vida digna y mínimo vital y móvil, por parte de la entidad accionada, 

lo cual daría lugar al amparo solicitado.  

 

4.3. DESARROLLO Y SOLUCIÓN DEL ASUNTO  

 

                                                
14 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
página 2 a 12 
15 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
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Inicialmente, es dable recordar que la acción de tutela es un mecanismo de 

defensa judicial al cual puede acudir toda persona para obtener la 

protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad 

pública o de los particulares en los casos que señale la ley, siempre y 

cuando, eso sí, se reúnan los requisitos de inmediatez y subsidiariedad.  

 

La Corte Constitucional sobre el primero ha indicado:  

 

“La Sentencia SU-961 de 1999 reconoció que el principio de inmediatez 
es un requisito de procedencia de la acción de tutela y reiteró, como regla 
general, que la solicitud de amparo no tiene un término de caducidad. Sin 
embargo, estableció que se debe presentar en un tiempo razonable: 
  
“La razonabilidad en la interposición de la acción de tutela está 
determinada, tanto en su aspecto positivo, como en el negativo, por la 
proporcionalidad entre medios y fines. 
  
El juez debe ponderar una serie de factores con el objeto de establecer si 
la acción de tutela es el medio idóneo para lograr los fines que se 
pretenden y así determinar si es viable o no. 
  
Dentro de los aspectos que debe considerarse, está el que el ejercicio 
inoportuno de la acción implique una eventual violación de los derechos 
de terceros. Para hacerlo, el juez debe constatar: 1) si existe un motivo 
válido para la inactividad de los accionantes; 2) si esta inactividad 
injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros 
afectados con la decisión y 3) si existe un nexo causal entre el ejercicio 
inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los 
interesados16. 
  
Esta Corporación ha manifestado que la razonabilidad del plazo que tiene 
el accionante para presentar la acción de tutela se debe analizar y 
ponderar para cada caso concreto. No obstante, la Corte ha indicado que 
al actor se le debe exigir un mínimo de diligencia para lograr la 
procedencia”17. 

 

Y, respecto al segundo sostuvo:  

 

“De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política de 
Colombia, la acción de tutela es un medio judicial con carácter residual y 
subsidiario, al cual se podrá acudir cuando la persona se encuentre frente 
a la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, siempre 
que: (i) no exista otro mecanismo idóneo y eficaz de defensa de lo 
invocado; (ii) existiéndolo, no resulte oportuno en virtud de las 
circunstancias del caso concreto, como las condiciones personales de 
vulnerabilidad del afectado; o (iii) el amparo se promueva como 
mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable. Lo anterior, implica que el accionante haya agotado 

                                                
16 Sentencia T-089/19 
17 Sentencia T-089/19 
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previamente todos los caminos de defensa legalmente constituidos para 
la resolución del caso en particular. 
  
Ahora bien, el juez constitucional debe analizar cada caso particular, a 
efectos de determinar si (i) el procedimiento ordinario existente carece de 
la idoneidad y eficacia requerida para garantizar una protección expedita 
de los derechos fundamentales del accionante, evento en el cual la acción 
de tutela se constituye en un mecanismo definitivo de protección; o (ii) que 
se evidencie la posible materialización de un perjuicio irremediable, en 
cuyo caso, procederá el amparo como mecanismo transitorio.” 

 

ANÁLISIS DEL CASO 

 

Recapitulando, ANARGELY RUIZ DE URIBE, a través de apoderado 

judicial, acudió a este menemismo de protección constitucional dado que, 

según lo precisara, la entidad accionada no ha procedido a pagar a la actora 

la pensión de sobreviviente, con ocasión al fallecimiento del señor URIBE 

PARRA RAFAEL, por lo que tal situación es actual y permite inferir la 

existencia de la inmediatez como presupuesto para la procedencia de la 

acción en estudio.  

 

No obstante, sobre la subsidiariedad, evóquese, la accionante ha acudido, 

en principio, de manera directa a la acción de tutela para que se ordene el 

reconocimiento el reconocimiento y pago de la reiterada mesada pensional; 

sin embargo, debe resaltarse que este mecanismo no es el idóneo para 

obtener el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente, por cuanto 

el ordenamiento jurídico contempla otros medios judiciales eficaces para ese 

propósito, en este especifico evento el trámite ante la jurisdicción ordinaria 

laboral, en el que se podrá solicitar el reconocimiento y pago de la mesada 

pensional pretendida, incluso tiene posibilidad de acudir ante la jurisdicción 

contenciosa administrativa a través de la cual puede ser verificada la 

legalidad de los actos administrativos objeto de controversia e incluso puede 

solicitar la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos 

objeto de reparo.  

 

Al respecto la Corte Constitucional en sentencia T- 002 del 2019, 

consideró:  

  

“(…) El artículo 86 de la Constitución consagra la acción de tutela como 
un mecanismo preferente y sumario, mediante el cual se busca evitar, de 
manera inmediata, la amenaza o vulneración de un derecho 
fundamental. Su procedencia está condicionada a que “el afectado no 
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disponga de otro medio de defensa judicial”. Sin embargo, esta 
Corporación ha señalado que no puede declararse la improcedencia de la 
tutela por la sola existencia en abstracto de un medio ordinario de 
defensa judicial. En el marco del caso concreto, el juez constitucional debe 
analizar si la acción dispuesta por el ordenamiento jurídico 
es idónea y eficaz para proteger los derechos fundamentales 
comprometidos. En el evento en que no lo sea, la acción de tutela 
procederá para provocar un juicio sobre el fondo. 
  
Por regla general, la acción de tutela contra actos administrativos de 
carácter particular es improcedente por cuanto es posible controvertir su 
contenido e incluso solicitar su suspensión provisional a través de la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, el amparo 
procede en estos casos, de manera excepcional, cuando la misma se 
invoque para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. 
  
En ese sentido, esta Corporación ha reiterado que, conforme al carácter 
residual de la tutela, no es, en principio, el medio adecuado para 
controvertir las actuaciones administrativas, pues para ello están 
previstas las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. Sin embargo, cuando los derechos fundamentales del 
accionante resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la 
expedición tardía de decisiones judiciales propios de la referida 
jurisdicción, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de 
protección de las garantías constitucionales para evitar un daño 
irreparable:  
  
“La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es 
improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos 
fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la 
expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros 
mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) 
que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las 
actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración 
de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez 
de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 
7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique 
(artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso 
respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”[82] 
  
No obstante, en los casos en los que se compruebe que existe otro medio 
de defensa judicial, pero éste no resulta idóneo ni eficaz para evitar la 
configuración de un perjuicio irremediable, el juez constitucional debe 
verificar que el mismo sea: (i) inminente, es decir, que se trate de una 
amenaza que está por suceder prontamente; (ii) grave, esto es, que el 
haber jurídico de la persona se encuentre amenazado por un daño o 
menoscabo material o moral de gran intensidad; (iii) requiera medidas 
urgentes con el fin de lograr su supresión y conjurar el perjuicio 
irremediable; y (iv) demande la intervención del juez de tutela de forma 
impostergable para garantizar el restablecimiento integral del orden 
social justo”[83]. 
  
En Sentencia T-1316 de 2001, la Corte concluyó que “no todo perjuicio 
puede ser considerado como irremediable, sino solo aquel que por sus 
características de inminencia y gravedad, requiera de medidas de 
protección urgentes e impostergables. Con todo, esta previsión del artículo 
86 de la Carta debe ser analizada en forma sistemática, pues no puede 
olvidarse que existen ciertas personas que por sus condiciones 
particulares, físicas, mentales o económicas, requieren especial 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-002-19.htm#_ftn82
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-002-19.htm#_ftn83
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protección del Estado, como ocurre, por ejemplo, en el caso de los niños 
(…)”. 
  
En ese orden, cuando se pretenda la suspensión de un acto 
administrativo de carácter particular por medio de la acción de tutela el 
juez constitucional tiene la obligación de ponderar en cada caso en 
particular el cumplimiento de los requisitos anteriormente expuestos y 
verificar que se acredita la gravedad de la situación y la falta de 
idoneidad y eficacia de los mecanismos ordinarios para la real protección 
de los derechos fundamentales alegados. (…)” 

 

Luego, ante la existencia de otro medio de defensa judicial, esto es, la 

jurisdicción ordinaria Laboral, escenario jurídico procesal especial, amplio 

y apropiado para lograr el reconocimiento y pago de la mesada pensional en 

referencia, incluso al no obrar elementos de juicio para deducir la existencia 

de un perjuicio irremediable que conlleve a la protección de los derechos 

fundamentales invocados, se puede concluir que no se cumple con el 

requisito de subsidiariedad para la procedencia de la acción de tutela, 

debido a ello se negará el amparo deprecado, dado el carácter residual de 

este mecanismo constitucional. 

 

Es que, véase, RUIZ DE URIBE no ha ejercido ninguna de dichas acciones, 

incluso es evidente su inactiva frente al ejercicio de los mecanismos legales 

idóneos, optando, ahora, por acudir directamente a la acción de tutela para 

debatir los aspectos relacionados con el reconocimiento y pago de la pensión 

de sobreviviente, por lo que es claro que no agotó previamente, como 

correspondía, los mecanismos judiciales y ordinarios que estaban a su 

alcance para propender por la protección de sus derechos que considera 

afectados por aquel.  

 

Adviértase que incluso al respecto la Subdirectora de Prestaciones 

Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones “Colpensiones” 

mediante Resolución número SUB22822 del 28 de enero hogaño, consideró: 

 

“(…) Que de conformidad con lo anterior, la solicitante NO acredita la 
condición de beneficiaria establecida en la Ley toda vez que de acuerdo 
a las declaraciones aportadas al expediente pensional, convivio con el 
causante a partir del 29 de enero de 1962 hasta el 08 de julio de 1976, 
concluyendo así, que al momento del fallecimiento del causante, esto es 
15 de diciembre de 2002, no se encontraba conviviendo con el mismo. 

(…)”18 

 

                                                
18 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
página 26 a 28 
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En consecuencia, resolvió: 

 

“(…) ARTÍCULO PRIMERO: Negar el reconocimiento de la pensión de 
sobrevivientes con ocasión del fallecimiento de URIBE PARRA RAFAEL 

por las razones expuestas en la parte motiva de la presente resolución a:  

 
RUIZ DE URIBE ANARGELY ya identificado(a), en calidad de cónyuge. 

(…)”19 

 

Asimismo, en Directora de Prestaciones Económicas de la Administradora 

Colombiana de Pensiones “Colpensiones” en Resolución DPE 4126 del 19 

de abril hogaño, sostuvo: 

 

De conformidad con lo anterior, es claro que la señora RUIZ DE URIBE 

ANARGELY, en calidad de cónyuge, no logra acreditar los requisitos que 
establece la Ley 100 de 1993, artículo 47 que trata de los 
BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES, toda vez que no 
logró acreditar el requisito de convivencia durante los 2 años anteriores a 
la muerte del señor URIBE PARRA RAFAEL. 
 
(…) 
 
Lo anterior significa que, el legislador consagró un deber de aportación 
de pruebas en cabeza de las partes concurrentes en el caso, cuyo 
incumplimiento no puede endilgarse a la autoridad que estudie el asunto 
de fondo. 
 
Como se puede colegir de la simple lectura de lo señalado anteriormente, 
es necesario que se demuestre sin lugar a dudas la calidad de 
beneficiario y que se demuestre la convivencia efectiva con el causante 
en los dos años anteriores al fallecimiento situación que en el presente 
caso no se da, motivo por el cual se procederá a negar el reconocimiento 
y pago de la pensión de sobrevivientes y se procederá a confirmar en 
todas y cada una de sus partes la Resolución SUB 22822 del 28 de enero 

de 2022. (…)”20 

 

Y dispuso: 

 

“ARTÍCULO PRIMERO: Confirmar en todas y cada una de sus partes la 
Resolución SUB 22822 del 28 de enero de 2022, de conformidad con las 

razones expuestas en la parte motiva de esta resolución. (…)”21 

 

Súmese, en el presente caso no se vislumbra la posible ocurrencia de un 

perjuicio irremediable que hiciera viable la acción de tutela como mecanismo 

de protección transitorio, máxime si se tiene en cuenta que el accionante 

                                                
19 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 

página 26 a 28 
20 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
página 18 a 22 
21 Sistema de Gestión Documental Mercurio, Tipificación, Orden de Documento Número 2027663356. Escrito de Tutela 
página 18 a 22 
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cuenta con la posibilidad de acudir ante la jurisdicción ordinaria laboral e 

impetrar ante la jurisdicción contenciosa administrativa el mecanismo de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho para atacar las decisiones 

que consideran vulneratorias de sus derechos, incluso dentro de aquella 

existe la posibilidad de solicitar medidas cautelares orientadas a suspender 

dichos actos administrativos, lo que permite colegir la idoneidad de esos 

mecanismos legales de protección de sus derechos, excluyendo, por ausencia 

de subsidiariedad, la acción de tutela como medio prevalente para conjurar 

las presuntas afectaciones ius fundamentales, por lo que es a esos 

mecanismos y no al de la acción de tutela, al que debe recurrirse en el caso 

que nos ocupa.  

  

De ahí que, no es posible por vía de tutela reconocer y ordenar el pago de la 

pensión de sobreviviente, por lo que se debe denegar el amparo invocado.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad, administrando justicia en nombre del Pueblo y por 

mandato de la Constitución Política, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NO TUTELAR, por improcedente, los derechos fundamentales 

invocados por el doctor JAIME USECHE LEAL como apoderado judicial de 

ANARGELY RUIZ DE URIBE como vulnerados por la Administradora 

Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, especialmente a la seguridad 

social y minio vital y móvil. 

 

SEGUNDO: Contra este fallo procede el recurso de impugnación ante el 

Tribunal Superior de Ibagué, que podrá interponerse durante los tres (3) días 

siguientes a su notificación. 

 

TERCERO: En caso de no ser impugnado, remítanse por intermedio del 

secretario del Centro de Servicios Administrativos de la especialidad, o quien 

haga sus veces, de acuerdo a los numerales 1° y 2° del artículo segundo del 
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Acuerdo 840 de 200022 y demás normas concordantes, las diligencias ante 

la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

JAIRO RODRÍGUEZ MOTTA 23 

Juez 

DCBM 

 

                                                
22 “(…) ARTICULO SEGUNDO. - Modificar el literal A del artículo séptimo del Acuerdo No. 605 de 1999, así: 
“A. Apoyo Administrativo y secretarial, a cargo del secretario, el Oficial Mayor, el Escribiente y el Citador 
 SECRETARIO 

 1° Dirigir y coordinar el soporte y apoyo administrativo a la función jurisdiccional ejercida por los juzgados de ejecución 

de penas y medidas de seguridad de su sede. 
2° Atender, en forma oportuna y eficiente, las peticiones de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, de 
conformidad con las labores de apoyo que le correspondan. (…)” 
23 Firma escaneada de conformidad con el artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 
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1. ASUNTO 

 
Derrotado el proyecto de decisión presentado por la magistrada a la 
que se le repartió la presente acción de tutela instaurada por el 
doctor JAIME USECHE LEAL apoderado de la señora ANARGELY 
RUIZ DE URIBE, contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES -COLPENSIONES-, por la presunta vulneración de sus 
derechos fundamentales a la seguridad social en conexión con el de 
la salud, vida digna y mínimo vital, procede la sala mayoritaria a 
decidir la impugnación interpuesta por la mencionada accionante, 
contra el fallo de tutela proferido el 5 de septiembre de 2022, 
proferido por el JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 
MEDIDAS DE SEGURIDAD DE IBAGUÉ. 
 

2. HECHOS Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 
 

Refirió el apoderado de la señora ANARGELY RUIZ DE URIBE que, 
el esposo de la accionante, el señor Rafael Uribe Parra (Q.E.P.D) 
falleció el 15 de septiembre de 2002, época para la que se encontraba 
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tramitando su pensión de vejez, misma que fue reconocida después 
del deceso mediante resolución número 659 del 23 de abril de 2004. 
Expuso que, el señor Rafael Uribe Parra (Q.E.P.D) convivió con la 
accionante hasta el 8 de julio de 1976, procreando tres hijos. 
 
Agregó que, la sociedad conyugal constituida entre ambos se 
encuentra vigente, pues no se realizó la liquidación de esta. 
 
Posteriormente, la administradora Colombiana de Pensiones -
COLPENSIONES- sustituyó el reconocimiento de la pensión de vejez 
a la última compañera permanente del fallecido en 50% y para los 
hijos menores de esa unión marital de hecho un 50%, negando con 
esta decisión el derecho que ostenta la señora Anargely Ruiz.  
 
Con el fin de reestablecer esa vulneración, la señora accionante 
solicitó a -COLPENSIONES- la pensión de sobreviviente, no obstante, 
la accionada negó la solicitud mediante las Resoluciones números 
659, 184615, 60614,22822 y 4126 del 23 de abril de 2004, 17 de 
julio de 2013,26 de febrero de 2014, 28 de enero y 19 de abril de 
2022, argumento que la solicitante no acreditó vida marital con el 
causante durante los dos (2) últimos años anteriores a la fecha del 
deceso. 
 
Advirtió que, la señora Anargely Ruiz tiene 78 años, no devenga un 
salario, pensión, renta o ingreso alguno para solventar los gastos 
mínimos y que la señora Obeida Hernández, quien fue la favorecida 
de la pensión de sobreviviente también falleció.  
 
Por todo lo anterior, acudió a la acción de tutela, para que se ordene 
la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- pagar 
la pensión de sobreviviente.  
 

3. LA SENTENCIA IMPUGNADA 
 

El JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD DE IBAGUÉ, mediante sentencia del 5 de septiembre 
de 2022, resolvió negar por improcedente la acción de tutela 
instaurada por el doctor JAIME USECHE LEAL como apoderado 
judicial de ANARGELY RUIZ DE URIBE. 
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Teniendo en cuenta que, la accionante acudió de manera directa a la 
acción de tutela para el reconocimiento y pago de la pensión de 
sobreviviente, no siendo este el mecanismo idóneo para tal fin, pues 
el ordenamiento jurídico contempla otros medios de defensa judicial, 
específicamente la jurisdicción ordinaria laboral o la de lo contencioso 
administrativo. 
 

4. LA IMPUGNACIÓN 
 
El doctor JAIME USECHE LEAL apoderado de la señora ANARGELY 
RUIZ DE URIBE, impugnó la decisión de primera instancia, 
manifestando, en síntesis, que el juez de primera instancia no hizo 
alusión a la procedencia excepcional de la tutela cuando es impetrada 
por una persona perteneciente al grupo de la tercera edad, que no 
tiene bienes, fortuna, ingresos de ninguna naturaleza ni cuenta con 
seguridad social en salud, por lo que, no se encuentra en condiciones 
de iniciar un proceso ordinario que puede durar años para su 
resolución.  
 
Explicó que, demostrada las circunstancias de vulnerabilidad de la 
accionante, se encuentra probado que la existencia de otro medio de 
defensa judicial se torna inane, ineficaz, inidóneo e inoportuno de 
una parte, y de otra, por las condiciones infrahumanas en que 
actualmente vive, es una persona en condiciones de debilidad 
manifiesta y goza de especial protección constitucional porque sufre 
un perjuicio que debe ser remediado. 
 

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA 
 

5.1. Competencia  
 
Al tenor del inciso 2º artículo 86 de la Constitución Política, en 
concordancia con los artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991 por 
el cual se reglamenta la acción de tutela, es competente esta Sala 
para conocer de la impugnación al fallo proferido por el JUZGADO 
CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
DE IBAGUÉ. 
 
5.2. Objeto de la acción de tutela 
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La Constitución Política en su artículo 86, contempla la acción de 
tutela, como mecanismo aplicable cuando los derechos 
fundamentales resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los 
casos que señala la ley, siempre y cuando no existan otros recursos 
o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de 
quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, 
que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el Juez 
competente y, en todo caso, será remitido a la Corte Constitucional 
para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el 
afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. 

 
Constituye la figura un instrumento por excelencia para la protección 
y amparo de los derechos constitucionales de rango fundamental, 
cuando quiera que se vulneren o amenacen los mismos, 
descartándose de plano su concepción de medio judicial paralelo o 
adicional a los ya existentes, de donde se colige su carácter de vía 
extraordinaria y excepcional, subsidiaria y residual, a la cual puede 
acudir quien se considere afectado en los aludidos términos a objeto, 
demandar y obtener su inmediata y oportuna protección. 

 
5.3. Problema Jurídico 

 
Corresponde a esta Sala determinar si, conforme los argumentos 
esbozados por la accionante en su escrito de impugnación ¿resulta 
procedente ordenar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
PENSIONES -COLPENSIONES- reconocer y pagar la pensión de 
sobreviviente a la señora Anargely Ruiz de Uribe?; o si, por el 
contrario, deviene acertado confirmar la negativa de esta.  
 
5.4. Marco constitucional y legal 

 
La acción de tutela está condicionada a los requisitos de: (i) 
subsidiariedad, “por cuanto a este medio de protección se puede 
acudir frente a la vulneración o amenaza de derechos fundamentales, 
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pero siempre que no exista otro medio de defensa que sea idóneo, o 
cuando existiéndolo no sea expedito u oportuno o sea necesario el 
amparo para evitar un perjuicio irremediable” ; (ii) de inmediatez, el 
cual trata de que la acción constitucional sea promovida dentro de 
un término razonable; y (iii) el de amparo exclusivo de derechos 
fundamentales vulnerados por la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública o de los particulares. 

 
El perjuicio irremediable se refiere al “grave e inminente detrimento 
de un derecho fundamental, que deba ser contrarrestado con 
medidas urgentes, de aplicación inmediata e impostergables”, para 
contrarrestar, cuando esto sea posible, la violación del derecho, en 
cada caso concreto. Para tal efecto, el órgano de cierre constitucional 
ha establecido unos presupuestos que forjarían procedente la acción 
de amparo, así:  
 

“(i) que se produzca de manera cierta y evidente una amenaza sobre 
un derecho fundamental; (ii) que de ocurrir no exista forma de 
reparar el daño producido al mismo; (iii) que su ocurrencia sea 
inminente; (iv) que resulte urgente la medida de protección para que 
el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, 
(v) que la gravedad de los hechos, sea de tal magnitud que haga 
evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo 
necesario para la protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales”. 

 
En cuanto a la procedencia excepcional de la acción de tutela ante la 
existencia de otros mecanismos de defensa judicial, la Corte 
Constitucional en Sentencia T-030 de 2015, Magistrada Ponente 
doctora María Victoria Sáchica Méndez, señaló: 
 

“Como ha sido reiterado en múltiples ocasiones por esta 
Corporación, la acción de tutela es un mecanismo de origen 
constitucional de carácter residual y subsidiario, encaminado a la 
protección inmediata de los derechos fundamentales de las 
personas que están siendo amenazados o conculcados[1]. Ello en 
consonancia con el artículo 86 de la Constitución, los artículos 6º 
numeral 1, del Decreto 2591 de 1991 que establecen como causal 
de improcedencia de la tutela: “[c]uando existan otros recursos o 
medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 
existencia de dichos mecanismos será apreciada en concreto, en 
cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se 
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encuentre el solicitante.”. El carácter subsidiario y residual de la 
acción de tutela ha servido a la Corte Constitucional para explicar 
el ámbito restringido de procedencia de las peticiones elevadas con 
fundamento en el artículo 86 de la Carta Política, más aún cuando 
el sistema judicial permite a las partes valerse de diversas acciones 
ordinarias que pueden ser ejercidas ante las autoridades que 
integran la organización jurisdiccional, encaminadas todas a la 
defensa de sus derechos. 
  
En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha sido enfática en la 
necesidad de que el juez de tutela someta los asuntos que llegan a 
su conocimiento a la estricta observancia del carácter subsidiario y 
residual de la acción. En este sentido, el carácter supletorio del 
mecanismo de tutela conduce a que solo tenga lugar cuando dentro 
de los diversos medios que pueda tener el actor no existe alguno 
que sea idóneo para proteger objetivamente el derecho que se 
alegue vulnerado o amenazado[2]. Esta consideración se morigera 
con la opción de que, a pesar de disponer de otro medio de defensa 
judicial idóneo para proteger su derecho, el peticionario puede 
acudir a la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable[3]. De no hacerse así, esto es, actuando 
en desconocimiento del principio de subsidiariedad se procedería 
en contravía de la articulación del sistema jurídico, ya que la 
protección de los derechos fundamentales está en cabeza en primer 
lugar del juez ordinario.” 

 
5.5. Caso concreto 
 
Descendiendo al caso objeto de estudio, tenemos que el juzgado de 
primera instancia resolvió negar por improcedente la acción de tutela 
interpuesta por el doctor JAIME USECHE LEAL como apoderado 
judicial de ANARGELY  RUIZ  DE  URIBE, por cuanto, la accionante 
acudió de manera directa a la acción de tutela para el reconocimiento 
y pago de la pensión de sobreviviente, no siendo este el mecanismo 
idóneo para tal fin, pues el ordenamiento jurídico contempla otros 
medios de defensa judicial, específicamente la jurisdicción ordinaria 
laboral o la de lo contencioso administrativo. 
 
Decisión que fue impugnada por la señora ANARGELY RUIZ DE 
URIBE manifestando, en síntesis, que el juez de primera instancia 
no hizo alusión a la procedencia excepcional de la tutela cuando es 
impetrada por una persona perteneciente al grupo de la tercera edad, 
que no tiene bienes, fortuna, ingresos de ninguna naturaleza ni 
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cuenta con seguridad social en salud, por lo que, no se encuentra en 
condiciones de iniciar un proceso ordinario que puede durar años 
para su resolución.  
 
Explicó que, demostrada las circunstancias de vulnerabilidad de la 
accionante, se encuentra probado que la existencia de otro medio de 
defensa judicial se torna inane, ineficaz, inidóneo e inoportuno de 
una parte, y de otra, por las condiciones infrahumanas en que 
actualmente vive, es una persona en condiciones de debilidad 
manifiesta y goza de especial protección constitucional porque sufre 
un perjuicio que debe ser remediado. 
 
En este entendido y de conformidad con la discrepancia de la parte 
accionante sobre la sentencia recurrida, la Sala abordará el estudio 
del asunto a fin de resolver el problema planteado. 
 
En este caso, la acción de tutela no es susceptible de resolver el 
problema de forma idónea y eficaz, pues para ello, el legislador 
estableció en el ordenamiento jurídico la jurisdicción ordinaria en su 
especialidad laboral o jurisdicción contenciosa administrativa, la 
última si el interés es atacar el acto administrativo que negó la 
prensión de sobreviviente, las cuales permiten abarcar el estudio en 
su dimensión constitucional y ofrecen una solución integral frente al 
derecho comprometido. 
 
Así las cosas, una vez analizado el acervo probatorio, se destaca que 
-COLPENSIONES- mediante resolución número 2021_13881612 del 
28 de enero de 2022, resolvió negar el reconocimiento de la pensión 
de sobrevivientes, decisión que fue confirmada a través de resolución 
2022_1802002 del 19 de abril de 2022.  
 
Por tanto, para que prospere la pretensión de la señora Anargely, 
esta Sala de decisión deberá dejar sin efecto los anteriores actos 
administrativos, es decir, el objeto de esta acción de tutela recaería 
sobre la legalidad de un acto administrativo. 
 
Por lo anterior, valga recordar que en tratándose de actos 
administrativos, la jurisprudencia de la Corte ha establecido que la 
acción de tutela debe declararse improcedente, por cuanto el litigio 
constitucional se circunscribe en controvertir la legalidad de estos, y 
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para tal efecto, el legislador previó unos medios de control propios 
de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Además, es necesario verificar que este mecanismo resulta idóneo y 
eficaz para los fines planteados, por lo que, es significativo estudiar 
las características de los cambios introducidos en la Ley 1437 de 
2011, para el efecto pretendido en sede de instancia, según lo 
preceptuado en Sentencia T-376 de 2016: 
 

“El Consejo de Estado se ha ocupado en múltiples providencias de 
precisar el alcance de la regulación contenida en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y el 
cambio que ella representó. Así las cosas y con el propósito de 
reflejar “el derecho viviente” a continuación la Corte precisará el 
alcance general que la jurisprudencia del Consejo de Estado le ha 
conferido al nuevo régimen de medidas cautelares. Un examen de 
varias providencias que se han ocupado de la materia permite 
identificar cinco (5) diferencias transversales entre el régimen de 
medidas cautelares contenidas en el Decreto 01 de 1984 y la nueva 
regulación:  
 
i. La Ley 1437 de 2011 consagró una serie de posibilidades entre 

las que se cuentan el restablecimiento de un derecho, la 
suspensión de un procedimiento, la orden de adopción a la 
Administración de una decisión, la demolición de una obra o las 
órdenes de imponer obligaciones de hacer o no hacer. En 
contraposición, en la legislación anterior, sólo se contemplaba la 
suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos.  
 

ii. La expresión “manifiesta infracción” que estaba contenida en el 
Decreto 01 de 1948 como condición para decretar la medida de 
suspensión provisional de los efectos del acto administrativo fue 
suprimida. Este cambio, en vigencia de la Ley 1437 de 2011, ha 
sido interpretado por el Consejo de Estado como una variación 
significativa en la regulación dado que se obliga al juez 
administrativo a realizar un análisis entre el acto y las normas 
que se asumen como trasgredidas, así como a estudiar las 
pruebas allegadas con la solicitud, sin que esta última posibilidad 
signifique un prejuzgamiento: “(…) [e]sta es una reforma 
sustancial, si se tiene en cuenta que ello habilita al juez a realizar 
un estudio no simplemente superficial de la solicitud de la medida 
sino que incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto. 
Todo esto, lógicamente, sin incurrir en una valoración de fondo 
más propia de la fase de juzgamiento (…)”.  
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iii. El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo estableció un sistema innominado de medidas 
cautelares, como así se extrae de las expresiones contenidas en 
el artículo 230 que las contempló. Esto implica que, se puede 
adoptar por el juez una medida de cualquier tipo que se ajuste a 
las necesidades de la situación específica.  
 

iv. Se conciben las medidas cautelares de forma autónoma a la 
demanda presentada, a tal punto que el requisito de conciliación 
prejudicial no le es aplicable a ellas, aunque sea necesaria su 
acreditación para la admisión de la demanda. Según se estableció 
en sentencia de tutela de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado: “(…) el juez podrá 
pronunciarse sobre la solicitud de la medida cautelar, inclusive sin 
haber admitido la demanda, supeditando la continuidad del 
proceso a que se demuestre el cumplimiento del requisito de 
procedibilidad, en los términos establecidos para el efecto, en 
virtud de que este mismo precepto lo autoriza cuando no sea 
posible agotar el trámite previsto en el artículo 233 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
es decir, proferir simultáneamente el auto admisorio de la 
demanda junto con la medida cautelar”.  

 
v. Finalmente, se destaca del nuevo régimen jurídico aplicable, la 

inclusión de las medidas cautelares de urgencia, que por la 
finalidad que persiguen, fueron estructuradas como medios 
preliminares dotados de eficacia inmediata para la protección de 
los derechos fundamentales. Esta circunstancia, implica para el 
juez administrativo el deber de “(…) remover los obstáculos 
eminentemente formales que llegaren a impedir la adopción de 
estas medidas en los casos en que exista una seria y verdadera 
amenaza de vulneración de derechos, bienes o intereses 
jurídicos”. En otras palabras, las medidas cautelares y en especial 
las de urgencia, se conciben como una garantía efectiva y 
material del acceso a la administración de justicia que deben 
tener en cuenta no sólo presupuestos legales, sino también 
constitucionales y convencionales para su procedencia.” 

 
Partiendo de lo expuesto, los cambios introducidos por la Ley 1437 
de 2011 en cuanto a las características específicas de los medios de 
control contemplados, gozan de total idoneidad y eficacia para 
resolver la controversia suscitada en sede de tutela por la señora 
Anargely Ruiz. 
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Además, el artículo 231 del referido compendio normativo establece 
la suspensión del acto administrativo que considere atentatorio de 
derechos fundamentales, como medida cautelar al solicitar la nulidad 
o suspensión de los efectos de este, de considerarlo pertinente. 
 
No obstante, advierte esta Sala que la resolución 2022_1802002 del 
19 de abril de 2022 fue notificada por aviso el 6 de junio de 2022, 
por lo que, de haberse vencido los términos para ejercer el medio de 
control pertinente, es menester mencionar que, la jurisdicción 
constitucional no puede intervenir para revivir estos términos 
judiciales que han vencido por negligencia de la señora Anargely, 
pues como se dijo, se encuentra notificada desde el mes de junio y 
no hizo uso de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino 
que acudió de manera directa a la acción constitucional. 
 
Por otro lado, tiene a su alcance la actora otro mecanismo con aptitud 
material y temporal para producir los efectos pretendidos con esta 
acción de tutela, mismo que se encuentra diseñado de manera tal 
que brinda una protección oportuna e integral, siendo este la 
jurisdicción ordinaria laboral, donde el Juez tiene la competencia, con 
apoyo en la totalidad de las pruebas que al proceso se alleguen, para 
dirimir asuntos de tal índole, comoquiera que las allegadas a este 
expediente son insuficientes para entrever la posible vulneración 
alegada. 
 
Entonces, en atención al principio de subsidiariedad, el análisis del 
asunto que solicita el pago o el reconocimiento de una pensión se 
reservó para la competencia del Juez ordinario Laboral. 
 
En consecuencia, al encontrarse demostrado que la parte actora 
cuenta con otros mecanismos de defensa para solicitar lo pedido, los 
cuales a la fecha no han sido utilizados, resulta acertado confirmar 
la negativa de la primera instancia respecto al amparo solicitado. 
 
Ahora bien, en este caso tampoco procede la acción constitucional 
impetrada como mecanismo transitorio por posible causación de un 
perjuicio irremediable, en tanto que no se cumplen con los 
presupuestos jurisprudenciales, pues pese a que la actora arguye en 
su defensa una presunta afectación de su derecho al mínimo vital, 
en el expediente constitucional sub examine no existe la suficiencia 
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probatoria mínima exigida para atender de fondo un asunto de tal 
naturaleza.  
 
Y es que acerca del perjuicio grave, se debe resaltar:  
 

“No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que 
equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral 
en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la 
importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo 
su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de 
actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas, 
Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de 
aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, 
objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe 
ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición 
jurídica, a todas luces inconveniente”1 

 
Teniendo en cuenta que en los acontecimientos que rodearon la 
presentación de la presente acción constitucional, no se satisfacen 
los requisitos configurativos del perjuicio irremediable, se reitera, 
deberá confirmarse la decisión del A-quo. 
 
En conclusión, teniendo en cuenta que no se encuentra acreditada la 
existencia de un perjuicio irremediable y que además existen otros 
medios idóneos para perseguir la pretensión elevada, se confirmará 
íntegramente la sentencia objeto de debate, proferida por el 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 
SEGURIDAD DE IBAGUÉ por encontrarse ajustada a derecho.  
 
Por lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 
JUDICIAL DE IBAGUÉ, EN SALA DE DECISIÓN PENAL, 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de 
la ley, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: - CONFIRMAR el fallo impugnado de fecha 5 de 
septiembre de 2022, proferido por el JUZGADO CUARTO DE 
EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE IBAGUÉ. 
 

 
1 Ibíd. 
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SEGUNDO: -NOTIFICAR por el medio más expedito a las partes y 
remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

                                            
 

HÉCTOR HUGO TORRES VARGAS 
Firma escaneada de acuerdo al Decreto 491 de 2020 

Magistrado 
 
 
 
 
 

                                   
Con salvamento de voto 

JULIETA ISABEL MEJÍA ARCILA 

Magistrada 
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Luis Guiovanni Sanchez Cordoba

Magistrado
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SALVAMENTO DE VOTO 

 
Acción de Tutela 2° Instancia. 

Rdo. 73001.31.87.004.2022.00076.01 

Accionante: Anargely Ruiz de Uribe 

Accionados: COLPENSIONES 

 

 

Cordial saludo.  

 

Derrotada como fue la ponencia de la suscrita, me permito manifestar 

que disiento de la posición mayoritaria de la Sala, en la medida que 

por los argumentos que a continuación se esgrimen, considero 

respetuosamente que en este particular caso se deben proteger los 

derechos fundamentales invocados en favor de la accionante.  

 

La señora ANEARGELY RUIZ URIBE con 78 años de edad acude a la 

acción de tutela a través de apoderado, argumentando que se casó 

el 29 de enero de 1962 con RAFAEL URIBE PARRA, quien falleció el 15 de 

diciembre de 2002. 

 

Dentro de dicha unión se procrearon tres hijos, habiendo convivido con 

URIBE PARRA hasta el 8 de julio de 1976, cuando éste decidió 

abandonar el hogar para convivir con otra persona, sin embargo, la 

sociedad conyugal jamás se disolvió. 

 

Al de cujus le fue reconocida la pensión de vejez luego de su muerte 

con la Resolución 659 del 23 de abril de 2004, con efectos fiscales a 

partir del 15 de diciembre de 2002.  

 

En la resolución a través de la cual se reconoció la pensión de vejez a 

RAFAEL URIBE PARRA, fue sustituida para los sobrevivientes en un 50% 

para su compañera permanente y el restante porcentaje para tres hijos 

que aquel procreó con ésta, sin que se efectuara ningún 

reconocimiento a la demandante. La beneficiaria falleció y los hijos ya 

alcanzaron la mayoría de edad. 

 



73001.31.87.004.2022.00076.01 

Tutela 2° Instancia 

2 

 

ANARGELY RUÍZ DE URIBE ha elevado peticiones ante COLPENSIONES 

solicitando se dé cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 

100 de 1993, vigente para cuando se produjo el deceso de RAFAEL 

URIBE PARRA. 

 

La Subdirectora de Prestaciones Económicas de COLPENSIONES 

mediante Resolución SUB22822 del 28 de enero hogaño, consideró que 

la solicitante no acredita la condición de beneficiaria establecida en 

la ley, pues de acuerdo a las declaraciones aportadas al expediente 

pensional, convivio con el causante a partir del 29 de enero de 1962 

hasta el 8 de julio de 1976, por lo que al momento del fallecimiento del 

de cujus -15 de diciembre de 2002, “no se encontraba conviviendo con 

él”.  En consecuencia, le negó el reconocimiento de la pensión de 

sobrevivientes. 

 

De igual forma, la Directora de Prestaciones Económicas de la misma 

entidad mediante Resolución DPE4126 del 19 de abril hogaño, sostuvo 

que la accionante no logra acreditar los requisitos que establece la Ley 

100 de 1993, artículo 47 que trata de los beneficiarios de la pensión de 

sobrevivientes, toda vez que “no logró acreditar el requisito de 

convivencia durante los 2 años anteriores a la muerte del señor RAFAEL 

URIBE PARRA”. 

 

Las razones por las que considero que la decisión de primera instancia 

debe ser revocada son las siguientes: 

 

El original artículo 47 de la Ley 100 de 1993, es del siguiente tenor: 

 

Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 

 

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 

permanente supérstite. En caso de que la pensión de 

sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge 

o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá 

acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante por 

lo menos desde el momento en que este cumplió con los 
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requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, 

y hasta su muerte, y haya convivido con el fallecido no menos de 

dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, salvo que 

haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido; 

 

 b) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y 

hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus 

estudios y si dependían económicamente del causante al 

momento de su muerte; y, los hijos inválidos si dependían 

económicamente del causante, mientras subsistan las 

condiciones de invalidez; 

 

c) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e 

hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si 

dependían económicamente de éste;  

 

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, 

padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos 

inválidos del causante si dependían económicamente de éste. 

(Negrillas de la Sala) 

 

Teniendo en cuenta la norma transcrita en precedencia y de acuerdo 

con la razón que motivó la negativa de otorgar la pensión de 

sobrevivientes a ANARGELY RUÍZ DE URIBE, considero que debe 

revocarse la sentencia impugnada, pues inicialmente no se está 

usando la tutela como vía directa para obtener el reconocimiento de 

la pensión como se afirma, pues se agotó la vía gubernativa ante 

COLPENSIONES que, por su parte  no tuvo en cuenta el argumento 

expuesto por la accionante, en cuanto a la salvedad efectuada en la 

frase final del literal a) del artículo transcrito, en tanto se entiende de la 

norma que los requisitos que se deben cumplir y que preceden a la 

aludida expresión, no son exigibles cuando se han procreado hijos con 

el pensionado fallecido. 

 

Ese artículo 47 original de la Ley 100 de 1993, es el que se debe tener en 

cuenta aduce el apoderado de la accionante, no solo en la acción de 

tutela, sino desde que presentó el derecho de petición para el 

reconocimiento de la pensión, lo que surge incluso de lo afirmado por 

la propia COLPENSIONES en su respuesta al a quo. 
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El artículo 46 de la Constitucional Nacional es del siguiente tenor: 

 

El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección 

y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán 

su integración a la vida activa y comunitaria. 

El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social 

integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia. 

 

Si bien es cierto como lo sostuvo el juez de instancia en el presente caso 

puede que no se satisfaga el principio de subsidiariedad, considera la 

suscrita que en atención a que la accionante por su edad, 78 años, al 

ser sujeto de especial protección constitucional debe ser protegida a 

través de este instrumento con el fin de que se verifique por parte de la 

entidad demandada si, de acuerdo con lo sostenido en precedencia 

se hace merecedora a la pensión de sobrevivientes. 

 

En la Sentencia C-177 de 2016[8], la Sala Plena de esta 

Corporación recordó que, conforme a una vasta línea 

jurisprudencial, las personas de la tercera edad, dadas las 

condiciones fisiológicas propias del paso del tiempo, se 

consideran sujetos de especial protección constitucional (i) 

cuando los reclamos se hacen en el plano de la dignidad 

humana[9], o cuando está presuntamente afectada 

su “subsistencia en condiciones dignas[10], la salud[11], el mínimo 

vital[12], (…) o cuando resulta excesivamente gravoso someterlas 

a los trámites de un proceso judicial ordinario[13]”. Recalcó que no 

solo el Estado debe proveer un trato diferencial, sino que el 

principio de solidaridad impone incluso a los particulares 

esforzarse para apoyar a los adultos mayores, y lograr los fines 

protectores que impone el ordenamiento superior respecto de 

ellos.1 

 

En este orden, teniendo en cuenta que se trata de una persona de 

especial protección constitucional, que con las pruebas y documentos 

con los que cuenta COLPENSIONES se debe analizar nuevamente el 

caso de la accionante para determinar si de acuerdo con la salvedad 

                                                           
1 Sentencia T-598 de 2017. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-598-17.htm#_ftn8
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-598-17.htm#_ftn9
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-598-17.htm#_ftn10
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-598-17.htm#_ftn11
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-598-17.htm#_ftn12
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-598-17.htm#_ftn13
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a que hace alusión la expresión final del literal a) del artículo 47 de la 

Ley 100 de 1993 - salvo que haya procreado uno o más hijos con el 

pensionado fallecido, tiene o no derecho al reconocimiento de la 

pensión de sobrevivientes, argumento ofrecido desde el derecho de 

petición presentado a COLPENSIONES y sobre el cual la entidad OMITIÓ 

hacer pronunciamiento . 

 

Se debe aclarar que no se debe disponer la revocatoria de la 

resolución a través de la cual no se reconoció la pensión de 

sobrevivientes a la accionante, en tanto de acuerdo con 

COLPENSIONES está demostrado que ella no convivió los dos últimos 

años con el causante, lo que podría ser una de las razones para 

desestimar su pretensión, sino que lo que se debe disponer es que se 

analice la referida situación que constituyó un argumento inicial del 

derecho de petición y de esta acción de tutela,  y que no fue tenido 

en cuenta por la entidad al momento de resolver en ambas instancias, 

esto es, si por el hecho de haber procreado hijos permite que sea 

obviado el requisito de convivencia, lo que indica que el derecho de 

petición fue resuelto parcialmente. 

 

Por este motivo considera la suscrita que se deben proteger los 

derechos invocados por la accionante, para que COLPENSIONES 

proceda a analizar si la señora RUIZ DE URIBE tiene derecho a la pensión 

de acuerdo con la salvedad a que hace alusión la frase final del literal 

a) el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, más no ordenar directamente a 

la AFP que efectúe el reconocimiento de la pensión, por tratarse de un 

asunto exclusivo de su resorte. 

 

Además, itérese, la accionante agotó la vía gubernativa, pues la 

Resolución SUB22822 del 28 de enero pasado que le negó la pensión 

de sobrevivientes fue apelada y confirmada en segunda instancia a 

través del acto administrativo DPE4126 del 29 de abril siguiente, por lo 

que no resulta acertado afirmar que utilizó la tutela como vía directa 

para este efecto. 
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De otro lado, se debe tener en cuenta que estamos frente a una 

persona de 78 años de edad que, por ser sujeto de especial protección 

constitucional, no debe ser sometida a un proceso ordinario para 

atacar la resolución ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo, pues por la consabida congestión que afrontan los 

despachos judiciales de Ibagué, entre ellos los juzgados laborales, no 

se compadece que deba seguir esperando por la definitiva resolución 

de su caso, así la misma sea negativa, máxime que como se viene 

indicando ab initio, considera la suscrita que la petición no se resolvió 

en debida forma, esto es de manera completa, en atención a que se 

omitió pronunciarse sobre uno de los puntos argumentados en la 

solicitud. 

 

En la impugnación que se interpuso contra la resolución que le negó la 

pensión se refiere de nuevo al tema no de la convivencia, sino a la 

procreación de los tres hijos que tuvo con el fallecido y que 

corresponde al asunto que no fue tocado por COLPENSIONES. 

 

En este sentido, COLPENSIONES debe analizar si ANARGELY RUIZ DE URIBE 

tiene derecho o no a la pensión de sobrevivientes, no por el hecho de 

haber convivido o no los dos últimos años con el causante, pero sí por 

haber procreado tres hijos con él, situación que de acuerdo con el 

escrito de solicitud de amparo es de conocimiento de la entidad, lo 

que se itera, no amerita revocar la resolución ya expedida, porque se 

probó que el requisito de convivencia no se satisface, sino expedir una 

nueva como complemento de la anterior, en la que se analice este 

punto que no afecta para nada la resolución inicial. 

 

En consecuencia, considero que la decisión que se debió adoptar es 

la de proteger el derecho fundamental de la accionante a la 

seguridad social derivado del derecho de petición, por cuanto este no 

se resolvió conforme a lo solicitado, sin necesidad de hacer 

pronunciamiento alguno respeto de las resoluciones que le negaron la 
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prestación social por cuanto lo allí decidido no corresponde al tema de 

discusión.  

 

Es mi postura.  Atentamente, 
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